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La investigación titulada “DILATACIÓN DEL PROCESO PENAL FRENTE AL 
PLAZO RAZONABLE DE DELITOS DE CORRUPCIÓN DE FUNCIONARIOS 
PÚBLICOS, DISTRITO FISCAL DE MADRE DE DIOS- 2017”, orientada a 
abordar sobre las dilataciones de proceso penal que ocurren en los delitos de 
corrupción que generan los funcionarios públicos. Asimismo el estudio se enfoca 
bajo el paradigma cuantitativo, con el diseño de investigación no experimental 
de corte transversal y siendo el método deductivo.  
 
En la investigación se utilizó un instrumento, que es cuestionario, y una 
técnica, que es encuesta: igualmente para recopilar y procesas los datos que se 
ha obtenido se utilizó el software de Statistical Package for the Social Sciences 
(SPSS) para obtener resultados que nos permite validar la hipótesis planteado. 
El problema de investigación es ¿Qué factores institucionales del Ministerio 
Público generan la dilatación del proceso penal vulnerado el plazo razonable en 
los delitos de corrupción de funcionarios públicos, distrito Fiscal de Madre de 
Dios? 
 
El objetivo es establecer los factores institucionales del Ministerio Público 
que generan la dilatación del proceso penal vulnerando el plazo razonable en los 





La transcripción y producción del estudio final se ejecutará siguiendo un 
orden metodológico adecuado en función a las hipótesis planteadas por la 
investigación. 
 
Palabras clave: Delitos de corrupción, funcionario público, dilatación del 













The investigation entitled "DILATATION OF THE CRIMINAL PROCEDURE 
AGAINST THE REASONABLE TERM OF OFFENSES OF CORRUPTION OF 
PUBLIC OFFICIALS, MADRID DE DIOS FISCAL DISTRICT - 2017", aimed at 
addressing the delays of criminal proceedings that occur in the corruption crimes 
that civil servants generate public. Likewise, the study focuses on the quantitative 
paradigm, with the design of non-experimental research of a transversal nature 
and being the deductive method. 
 
 In the research, an instrument was used, which is a questionnaire, and 
a technique, which is a survey: to collect and process the data that was obtained, 
the Statistical Package for Social Sciences (SPSS) software was used to obtain 
results that allows to validate the proposed hypothesis. The research problem is: 
What institutional factors of the Public Prosecutor's Office generate the delay of 
the criminal process that has been violated within a reasonable period of time in 
the crimes of corruption of public officials, the Fiscal District of Madre de Dios? 
 
 The objective is to establish the institutional factors of the Public 
Prosecutor's Office that generate the delay of the criminal process, violating the 
reasonable term in the crimes of corruption of public officials, the fiscal district of 





 The transcription and production of the final study will be carried out 
following an appropriate methodological order based on the hypotheses raised 
by the research. 
 













La corrupción se considera como un problema muy grave a la cual los estados 
se enfrentan a diario, este problema social de la corrupción ha existido en el 
pasado y seguirá existiendo en el fututo como un practica social que corrompe 
la ética y moral de las personas. En el Perú se vio desde la época antigua 
muchos actos de corrupción (incluso desde la época de la colonia), en cada 
gobierno de turno se observa corrupción, el más cuestionado, hasta el momento, 
fue el gobierno del ingeniero Alberto Fujimori.  
 
 En la actualidad la corrupción se puede observar en los funcionarios 
públicos y también en los servidores públicos, sin duda esto ha sobrepasado y 
se observa el delito de corrupción en personas privadas que son impulsados a 
cometer ese acto por los incentivos monetarios, en este sentido la mayoría de 
las personas se asocia a la corrupción principalmente por los incentivos 
monetarios o por los pagos de los sobornos, todo ello se realiza de acuerdo a las 
conductas de cada persona, en pocas palabras podemos decir que la corrupción 
afecta a todos los países que tienen desarrollo y los que están en el 
subdesarrollo. Es evidente que este acto se produce por aquellos intereses 
propios de los trabajadores, y también es por la ausencia de un control adecuado 
que funcione al interior de las instituciones del Estado. También es necesario 





apoderarse del dinero ajeno que no le pertenece para así poder beneficiarse,  en 
la precariedad institucional de las agencias del estado, en la falta de mecanismos 
para la rendición de cuentas de la gestión pública, en muchos casos en la 
ausencia de un liderazgo ético y por último en la debilidad de los órganos de 
vigilancia de la sociedad civil (Daly y Navas, 2015). La sociedad moderna es más 
compleja, por ello se observa mayores delitos de corrupción en nuestra sociedad, 
en la que los funcionarios y los servidores públicos realizan el iter criminis para 
luego accionar con el modus operandi lo que se tiene como resultado el delito de 
corrupción, lo cual conduce a una desconfianza de los gobernantes que se 
encuentran en función. 
 
 Nuestro esfuerzo de investigación se encuentra principalmente centrado 
en el querer demostrar los casos que suceden desde el aspecto normativo, por 
ende, desarrollaremos conceptos directamente relacionados a nuestro tema de 
investigación, con el propósito de dar coherencia a los posibles argumentos, 
aportes y las conclusiones de este trabajo. 
 
 En definitiva, para poder abordar con mucha más información sobre el 
tema de la investigación, se divide en cuatro principales capítulos, en la cual 
cada capítulo detalla la estructura por la cual se guía la investigación, dicho esto 
se muestra los cuatro capítulos que son las siguientes: 
 
 En el primer capítulo: se detalla el tema principal con que se enfoca la 
investigación, se realiza la identificación y formulación del problema a investigar; 





con la jurídica, esto acarrea a la sociedad actual que es el delito de corrupción 
por parte de los funcionarios públicos, también se analiza a profundidad la 
problemática y en lo siguiente nos permite plantear los objetivos a estudiar.  
 
 En el segundo Capítulo: se aborda todas las teorías que son referidas al 
tema, en la cual estas teorías serán como sustento, un apoyo para realizar y 
estudiar la problemática en la se presenta como punto de partida esta 
investigación, las teorías a las que nos basamos son aquellos aportes que 
encontramos sobre el proceso penal y la corrupción de funcionarios públicos. 
 
 En el tercer Capítulo: se desarrolla la metodología con la que se sustenta 
la investigación que sirve como una guía para mejorar el estudio, la capacidad 
analítica y de alguna manera dar respuesta a estos problemas reales por las que 
se está pasando en nuestra sociedad actual y también nos permite establecer 
un contacto con la realdad con el propósito de conocer mejor y así dar 
soluciones. 
 
 Por último, se muestra el cuarto Capítulo: se indica los respectivos 
resultados que llega la investigación, también se detalla las respectivas 
conclusiones y sugerencias, estos resultados son detallados mediante la 
encuesta que se aplicó de acuerdo a población objetiva aplicada, por ende 













1.1. EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
Actualmente si hablamos de la problemática social que es corrupción en 
el Perú, estamos mencionando un problema que diariamente ocurre en 
todos los ámbitos de la sociedad a la que pertenecemos, ya que la 
corrupción genera un impacto negativo para una buena democracia y la 
gobernabilidad, a raíz de todo esto también afecta a los ciudadanos ya 
que evade el respeto a los Derechos Humanos, por tanto, muchos autores 
consideran a la corrupción como una anomalía cotidiana, es decir a 
medida que transcurre los días y años se va convirtiendo en una práctica 
cotidiana entre los individuos, la ciudadanía va perdiendo el respeto, la 
confianza en las instituciones y en sus gobernadores, esto se refleja en 
los datos estadísticos que se proyecta por las empresas encuestadoras. 
En esta perspectiva la corrupción ha sido una cuestión muy polémica en 
los últimos años principalmente por el destape de pagos, coimas y 
sobornos para favorecer a empresas privadas, en la verbigracia que 





hecho delictivo a presidentes de la república, ministros, viceministros, 
gobernadores regionales, alcaldes y otros que participan como 
testaferros, así mismo tenemos otros casos tales como los Petroaudios, 
Narcoindultos, Comucorre, Fotopapaletas y otros,  esto se visualiza a nivel 
internacional y local, lo cual la convierte en uno de los peores males de la 
sociedad moderna y que afecta a países que tienen un buen crecimiento 
en su PBI como también a los que no tienen ese crecimiento, en particular 
cuando se hace referencia a la corrupción administrativa, generalmente 
se piensa solo en el funcionario público, lo cual constituye un craso error, 
puesto que habitualmente la corrupción se origina desde afuera de los 
órganos del Estado, es decir que mediante el accionar de las personas 
que desde sus perspectivas personales incorporan a ciertos profesionales 
con fines de lucrar, siendo de esta manera el de reclutar, y corrompen a 
su servicio a funcionarios públicos, para que sirvan a sus intereses y 
propósitos (Lynch, 1998). Por todo ello, a la corrupción se le considera 
como un problema que conduce a la ilegitimad de las democracias y 
afecta a los sistemas económicos y en consecuencia conduce a la 
desintegración social. 
 
En los datos expresados sostenemos que mediante el sitio web del 
Instituto Nacional de Estadistica e informatica (INEI, 2017) señala que “El 
48,1% la población de 18 y más años de edad opinó que la corrupción es 
el principal problema que afecta al país…”(parr. 1). sin embargo, este dato 
indica que ha desplazado a la delincuencia a segundo plano con un 44.5% 





INEI también señalan que “El 2,9% de los jefes de hogar declaró haber 
realizado pagos extras en la forma de regalos, propinas y coimas a un 
funcionario público del Estado” (parr. 5). Sin embargo, en el sitio web de 
Radio Programas del Peru (2017) en un rankin mundial de 176 países se 
detalla la corrupción en Latinoamérica, siendo el primer país Uruguay que 
ocupa el 21 lugar con un puntaje de 76, seguido de Chile en el 24 con un 
66 puntos, no obstante nuestro país se encuentra en el puesto 95 con un 
puntaje de 35. Los datos expresados no pueden reflejar la realidad, sin 
embargo, da a conocer un aproximado de los hechos; a esta situación se 
promulgo una ley que permite  que los delitos de corrupción sean 
imprescriptibles reformando la Constitucion Politica del Peru en su artículo 
41 en la que menciona “…la acción penal se duplica en caso de los delitos 
cometidos contra la Administración Pública o el patrimonio del Estado, 
tanto para los funcionarios o servidores públicos como para los 
particulares. La acción penal es imprescriptible en los supuestos más 
graves, conforme al principio de legalidad”. En relación a ello, la 
corrupción como delito no puede prescribir, pero, dilatar el proceso es otro 
problema en la judicatura, como presentar acciones constitucionales de 
habeas corpus y otros medios de defensa en el proceso penal que 
prolonga el proceso penal. 
 
De esta manera el fenómeno de la corrupción se encuentra 
impregnado en la humanidad misma, la corrupción se concentra en el 
poder de los funcionarios, o en particular, en aquellas personas que tiene 





negativos que producen los funcionarios públicos, por todo ello nace la 
idea de hacer una investigación con el propósito de poner un fin al 
problema de la corrupción ya que en la medida que se aumenta este delito 
produce una dilatación del proceso penal. 
 
En los plazos que se establece para investigar ciertos delitos ya 
sean de complejidad o contrario sensu, el Fiscal tiene la facultad de 
ampliar el tiempo de investigación para poder realizar la acusación, no 
obstante, indicamos que la carga procesal es un aspecto negativo en los 
juzgados por no tener un juzgados especializado en delitos de corrupción, 
la carga procesal se incrementa a diario en nuestro país y en los distritos 
judiciales, casos que se retrasan por la temeridad de los abogados 
defensores interponiendo recursos que solo prolongan días y que no se 
legue a sentenciar, es ello el resultado que en los Centros Penitenciarios, 
en la actualidad, se tienen más de la mitad de reos que no son 
sentenciados y que se encuentran bajo prisión preventiva, incluyo a esta 
problemática el caso del expresidente de la republica Ollanta Humala y 
pareja. La problemática de esta investigación es la dilatación procesal en 
los delitos de corrupción, lo cual implica que en los juzgados penales no 
se respeta el principio de celeridad procesal, tampoco se cumple con los 
plazos razonables que se establece en la propia normatividad, así mismo, 
en la primera etapa existe un plazo establecido más el plazo prorrogable, 
también en la segunda etapa y tercera etapa se tienen los respectivos 






Otras situaciones, el personal que labora en los juzgados y en el 
Ministerio Público no agiliza los trámites por la burocracia que existe, es 
decir, el excesivo papeleo que se presenta no facilita a que los juzgados 
puedan agilizar los trámites, muchos de los casos se encuentran fuera del 
plazo establecido y se sigue ampliando y prolongando los litigios. 
Destrabar los despachos judiciales para que pueda agilizar los casos sería 
un objetivo que se tiene que priorizar.  
 
1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
1.2.1. Problema general 
¿Qué factores institucionales del ministerio público generan la dilatación 
del proceso penal vulnerado el plazo razonable en los delitos de 
corrupción de funcionarios públicos, distrito Fiscal de Madre de Dios? 
1.3. OBJETIVOS  
1.3.1. Objetivo general 
Establecer los factores institucionales del ministerio público que generan 
la dilatación del proceso penal vulnerando el plazo razonable en los delitos 
de corrupción de funcionarios públicos, distrito Fiscal de Madre de Dios. 
1.3.2. Objetivos específicos 
 Identificar el efecto que trae la dilatación sobre el imputado en el 
desarrollo de la investigación en delitos de corrupción de funcionarios 
públicos en el distrito fiscal de Madre de Dios. 
 Identificar el motivo de la ampliación y duración de las investigaciones 
preparatorias en delitos de corrupción de funcionarios públicos en el 





 Establecer el criterio de razonabilidad expuesto en el desarrollo de la 
investigación para la extensión del plazo en el desarrollo de las 
actuaciones de investigación en delitos de corrupción de funcionarios 
públicos en el distrito fiscal de Madre de Dios. 
 
1.4. JUSTIFICACIÓN 
La corrupción es tipificada por la sociedad como un mal que aqueja a la 
sociedad, como una organización para delinquir que debilita a las 
instituciones del Estado y su falta de confianza. La corrupción es un 
término tan polémico que afecta la ética y moral de las personas que 
participan en este acto ilícito, el beneficio que es propio para la persona; 
la condición de favorecer a tercera persona ya sea en concursos o 
licitaciones. Sin embargo, la corrupción es un delito especial, ya que solo 
lo cometen personas que tiene el cargo de funcionario o servidor público, 
lo cual implica que la persona que ostenta dicho cargo será imputada por 
el delito de corrupción. 
 
La motivación que me lleva a investigar dicho tema es por la 
existencia polémica de este delito y también por el retraso de no cumplir 
con el plazo razonable en el juzgamiento del delito, existen una carga 
procesal por la temeridad del abogado defensor y en algunos casos 
malicias que retrasan el proceso, como es la interposición de Habeas 
Corpus, medios de defensa que se utiliza por alargar el proceso. Como 
también se justifica en que el derecho penal es una rama importante de 
derecho, por la propia situación de sancionar y castigar al imputado por el 





innovar y estar acorde a la actualidad ya que en una sociedad dinámica 
se debe tener formas adecuadas de sancionar. Así mismo, crear nuevos 
cocimientos para dar aporte al derecho procesal penal y agilizar los 
procesos penales utilizando técnicas innovadoras que la propia norma 
nos brinda y no caer en la temeridad para dilatar procesos, a cada realidad 
social debe de existir teorías que sustenten y argumenten una solución 
rápida posible. 
 
En una sociedad informacional que se encuentra paralelo al avance 
de la tecnología e involucrado con el internet, esta sociedad liquida que lo 
denomina Baumann que debe de ser informado sobre la corrupción y la 
dilatación del proceso en delitos de corrupción. Con esta justificación 
quisiera aclarar que el delito se encuentra en todas partes, desde las 
comunidades hasta la metrópolis, desde los hogares hasta el más alto 
funcionario y también que la viveza negativa de interponer recursos hace 
















EL MARCO TEÓRICO 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
2.1.1. A nivel internacional 
De Leon, Martinez, y Rivas, (tesis) en la investigación realizada que titula 
“la persecución penal de los delitos de corrupción cometidos por 
funcionarios públicos en el salvador”, 2015, en la que concluye: 
Se determinó que el poder político es un fuerte interviniente en el 
sector justicia, y por tanto también del proceso de persecución 
penal de aquellos funcionarios públicos acusados de cometer 
delitos de corrupción, lo que hace que éstos evadan la justicia 
fácilmente, y mientras no se trate de despolitizar al Órgano Judicial, 
los delitos de corrupción de funcionarios públicos continuarán 
quedando en la impunidad. Muchos son los funcionarios públicos 
que han cometido delitos de corrupción, sin embargo después de 
un tiempo se ha logrado constatar que nunca salió a la luz en el 
tiempo en que pudieron ser perseguidos penalmente, y esto debido 





influencias para evitar ser procesados; es por ello que se considera 
que el incremento de penas a este tipo de delitos en la legislación 
penal salvadoreña no sería la solución para que los funcionarios 
públicos dejen de realizar prácticas corruptas, pues al momento de 
cometerlas piensan que no serán descubiertos, y si lo son, de 
alguna manera evadirán la justicia y nunca serán condenados, en 
tanto, aumentar las penas no es la solución al problema, sin 
embargo si se reforman otros cuerpos normativos como la 
LSEIFEP. y la LCLD es posible que se combata este problema. Se 
pudo demostrar que la corrupción de funcionarios públicos ha sido 
caracterizada por muchos factores, entre ellas la transgresión de 
una norma, la obtención de un beneficio privado, entre otras, 
denotando que la más relevante y que es la base de todas las 
características es la falta de transparencia de los funcionarios; lo 
que da lugar al o descubrimiento de los delitos de corrupción. (…) 
los delitos de corrupción cometidos por los funcionarios, de acuerdo 
a las exigencias establecidas en el Pr. Pn., si no se logra probar lo 
establecido en la teoría fáctica como jurídica, es incorrecto aplicar 
una condena a un procesado, por lo que se hace indispensable 
contar con los elementos de prueba suficientes para atribuir 
culpabilidad y responsabilidad, y eso es lo que se torna difícil en 
este tipo de casos, ello debido a la forma en que son cometidos los 
delitos de corrupción, (…). Los actos de corrupción realizados por 
funcionarios públicos no son informados a la sociedad civil, ésta no 





perseguidos penalmente y se castigue a los funcionarios corruptos, 
mientras que si se informa al[a] población sobre este tipo de 
hechos, ellos ejercerán cierta presión para que se judicialice a 
estos funcionarios (…) la Fiscalía General de la República es la 
encargada de orientar, dirigir, promover supervisar e intervenir en 
todas las actuaciones de investigación de los diferentes delitos; con 
la colaboración de la PNC y dentro de los márgenes de la legalidad, 
y coordinar y decidir sobre la remisión de lo actuado a las 
autoridades judiciales. La FGR al tener conocimiento de la comisión 
de un posible delito de corrupción por parte de un funcionario 
público que conserva Fuero deberá realizar la investigación inicial 
pertinente para obtener datos indispensables para formular la 
denuncia ante la Asamblea Legislativa o La Corte Suprema de 
Justicia (…) la voluntad de los políticos forma parte en la toma de 
decisiones en un país, para atacar de forma sistémica las causas y 
efectos de la corrupción. Son pocos los funcionarios públicos 
procesados en sede judicial por la comisión de delitos de 
corrupción. 
 
La Labor de una CICI sería de mucha ayuda en el combate 
a la corrupción en El Salvador, ya que sería una institución que se 
vería alejada de intereses político partidarios o incluso económicos, 
además que su implementación no violentaría la autonomía ni la 
soberanía nacional, ya que sería solicitada por el Órgano Ejecutivo 





logrado determinar que la FGR cuenta con una “eficacia selectiva”, 
lo que significa que esta institución muestra eficacia en aquellos 
casos en los que no media ningún interés político-partidista e 
incluso económico, pues se ha podido demostrar que la FGR 
cuenta con la suficiente capacidad para realizar una buena 
investigación en los procedimientos a seguir en perjuicio de 
funcionarios públicos por delitos de corrupción (p. 128-132). 
 
2.1.2. A nivel nacional  
Aguillera (tesis) en la investigación que titula “la teoría de la unidad del 
título de imputación y la persecución y represión penal de los delitos 
especiales cometidos por corrupción de funcionarios públicos”, 2016,  
siendo el objetivo de la investigación es: determinar de qué manera la 
teoría de la unidad del título de imputación aplicada al momento de 
calificar la autoría y participación en los delitos especiales se expresa en 
la persecución y represión penal de los delitos cometidos por corrupción 
de funcionarios públicos. En la que concluye: 
 
“Los fundamentos jurisprudenciales que sustentan la diligencia de 
la teoría de la unidad del título de imputación son el pleno 
jurisdiccional nacional del 2004, el acuerdo plenario N° 2-
2011/CJ/116 y la R.N. N° 546-2013/LIMA en donde se establecen 
cuáles son esos criterios mínimos que debe discurrir el juzgador 
para concretar los ámbitos de imputación de autores y partícipes 
en los delitos especiales, mientras que a nivel doctrinario juristas 





de manifiesto que el sustento legal de su aplicación está en el 
artículo 26 del CP que regula el principio de accesoriedad limitada” 
“La Sala Penal Transitoria de la Suprema Corte viene mezclando 
las teorías penales, pues para resolver los casos concretos de 
delitos viene aplicando la teoría del dominio del hecho para 
identificar quién es autor y quién es cómplice (art. 25 del CP). (…). 
Sin embargo, al momento de determinar la pena, aplica el artículo 
26 del CP”. 
 
“La teoría de infracción del deber sostiene que todo aquel que sin 
tener el deber especial penal participa en la comisión de un delito 
contra la administración pública que comete un funcionario público 
con deber especial, será simplemente cómplice, los extraneus se 
mandarán por la pena conveniente en el delito realizado por el 
autor, pero para los efectos del cómputo de la prescripción no se 
les desarrollará el término del plazo previsto para los autores y 
finalmente sostienen que dichos  obligaciones específicos 
entablados por la ley al funcionario no pueden dividirse su deber 
especial penal es único, materialmente la desobediencia de un 
principio no se hace en coautoría”. 
 
“La incidencia delictiva de los delitos de corrupción de funcionarios 
en la fiscalía especializada de la sede de Trujillo, distrito fiscal de 
La Libertad en el periodo enero-diciembre del año fiscal 2013 y de 
enero-noviembre del año fiscal 2014, refleja que se ha 





superó al mismo periodo del 2013; esto obedece a que las 
personas particulares han tomado conciencia del control que deben 
realizar de los actos de funcionarios públicos, sin embargo en la 
gran mayoría no se ha formalizado investigación y todos los casos 
resueltos en su mayoría son por sobreseimiento y solo existen 06 
casos con sentencia condenatoria en donde se evidencia que 
existe una cultura de impunidad” (p. 113-115). 
 
2.1.3. A nivel local 
Con respecto a los antecedentes de nivel local, la literatura de 
investigación no hay existe con el presente tema, por lo que, se desarrolla 
un antecedente con la presente investigación en materia de Derecho 
Penal.  
 
2.2. BASES TEÓRICAS 
2.2.1.  Historia del sistema procesal  
La administración de justicia en nuestro país tuvo una evolución con 
respecto a la regulación del sistema procesal, así también, a nivel 
mundial, el Derecho procesal ha evolucionado según los estudios de los 
distritos doctrinarios, es por ello, que desarrollaremos una breve reseña 
histórica del Proceso Penal, desde las culturas se ha regulado las 
conductas de ser humano mediante normas y estas en códigos, en la 
consideración de Malagon (1952) señala que el proceso penal en el fondo 
es considerado como aquel predominio del sistema acusatorio o del 
inquisitivo, y de ahí se considera la acogida de cada país, en los códigos 





hebreos y otros, muestran un sistema procesal típico de cada cultura, es 
decir, que las manifestaciones sobre el proceso penal eran distintos como 
similares, en relación con esto, para Levene (1993) indica sobre las 
culturas de como apreciaban el derecho procesal penal, tal como se 
señala: 
a) Derecho Griego: el hombre tomaba en parte en el proceso penal, que 
era oral y público, lo que en la actualidad se considera con los 
principios de oralidad y publicidad (…). 
b) Derecho Romano: tenían considerados dos distintas formas de 
realizar justicia, en la primera parte del juicio oral y seguía ante el 
magistrado (in iure), y la segunda ante el juez {in iudicium), que era 
denotado por los magistrados para que esta pueda dictar el fallo o la 
sentencia siempre en cuanto que se haya actuado la prueba. Aparece 
después en la República una nueva fase, que se denominó el 
procedimiento formulario, así como lo antepuesto, bajo la monarquía, 
fue designado por "legis actiones". Por otra parte, se estuvieron 
eliminando los ejercicios de ley, que fueron cinco: “actio sacramenti", 
"pignoris capio", la "iudicis postulatió", l"manus injectio" y "condictio". 
Incluso estuvieron suprimidos los gestos sacramentales de litigantes y 
testigos. Finalmente, una tercera etapa que se instaura en el 
procedimiento extraordinario, en que desapareció la división de 
instancia "in iudicium", dejando ser oral el procedimiento. 
 






c) Derecho Germano: Con los denominados juicios de Dios se remplazó 
la prueba; por lo que la divinidad mediante su potestad designaba a 
quien se debía considerar culpable del hecho ilícito. (…). 
El procedimiento penal acusatorio se vincula a la venganza privada 
y es formalista, público y oral. La sentencia era emitida por la asamblea 
de la comunidad "Ding", y casi siempre consistía en el pago de una 
indemnización ("Wergeld") ya que era una forma de reparación por el daño 
causado, para evitar la venganza del ofendido o sus parientes. 
d) Derecho Español: de las dos legislaciones anteriores, la germana y la 
romana, se unificaron en el Fuero Juzgo (siglo VII), que tenía 
disposiciones sobre los jueces, amigables componedores y los 
principios generales del procedimiento, y al que siguieron los fueros 
locales. (…). 
e) Derecho Eclesiástico: tenía una peculiar característica que era el 
sistema inquisitivo, introducido por el decretal del Pontífice Inocencio 
III, "Qualiter guando", que terminó de configurarse en tiempos de 
Bonifacio VIII. De esta forma de impuso la independencia del juez y 
por otro lado la surgía la acusación de oficio, "inquisitio ex officio", que 
era encargado a un funcionario especial, llamado promotor, sustituto 
del ofendido o de sus familiares, cuya actividad quedó reducida a vea 
limitado número de delitos.  
f) Derecho Procesal Indiano: En América, el cuerpo de normatividad que 
organizó los tribunales de justicia y los procedimientos que debían 





ocupan, respectivamente, de esos temas, promulgada por Carlos II en 
1680 (…), (p. 28- 32). 
 
Partimos en la idea que señalamos en líneas arribas, que en las 
distintas etapas se diferencian las características del derecho procesal 
penal, en la época griega tiene a ser de carácter oral, público y 
distinguiendo los delitos de privado y público. En el derecho romano se 
tiene la característica de que el juez tenía amplios poderes en la 
actuación, por otra parte, en este proceso surge la accusattio, para luego 
pasar a un procedimiento inquisitivo y secreto. En cambio, en el derecho 
procesal germano la característica es la de ser divino, también el 
procedimiento acusatorio se vinculaba a la venganza privada, en ese 
sentido de ideas, las distintas formas de regular el proceso eran acorde a 
la cultura y a sus costumbres. 
 
 
2.2.1.1. Derecho procesal en Perú 
El derecho procesal en Perú, tiene característica que lo distingue de los 
demás países, en la calificación de Salmon (2010) considera que las 
propias características se dan en distintas etapas y estas se relacionan a 
los cuerpos normativos que tuvo, siendo las siguientes: 
 El Código de enjuiciamiento en materia penal. 
 El Código de procedimientos en materia criminal. 
 El código de procedimientos penales. 





Nuestra legislación tienen antecedentes históricos que no son 
propios, por el contrario, estas surgen por la influencia legislativa y 
doctrinaria de los países europeos como es de destacar al país de 
España, en palabras del jurista Cubas (2004) afirma que la filiación 
histórica del llamada proceso penal peruano es de recordar que en el año 
de 1542 mediante Real Cédula de Barcelona se dio a que Perú sea 
virreinato, incluyendo que la colonización trae a impulso las distintas 
normas que se empezaron a implementar. Desde la colonia hasta la 
independencia de 1821 siguió rigiendo la vigente normatividad y aplicando 
“(…) ultractivamente la legislación colonial, actuando con mentalidad 
(cultura jurídica) inquisitiva” (Cubas, 2004, p. 11).  
 
En las distintas ideas que realizan los doctrinarios y también en la 
normatividad y a su forma de implementación, por ello, la coexistencia de 
las distintas normas de nuestro país tuvo un periodo de vigencia y de 
también de reforma. Cada cuerpo fue redactado acorde a la realidad de la 
sociedad peruana, no obstante, cabe la cuestión si los ¿Códigos tienen a 
ser regulados acorde a la realidad peruana?, acerca de la pregunta 
planteada, la sociedad es muy dinámica y que se encuentran en constante 
peligro ya que las legislaciones son realizadas por mera conformidad de 
cumplir y tratar de legislar. Sin embargo, a continuación detallaremos con 
ciertas críticas los distintos códigos procesales que han existido en 
nuestro país: 





El presente código de enjuiciamiento penal fue promulgado el 1 de marzo 
de 1863, lo que tiene ciertas características de la normatividad española, 
la calificación a este código no es netamente inquisitivo, ya que, 
sostenemos la idea de que los códigos que tuvo nuestro país vienen a ser 
inquisitivos y acusatorios, no obstante, en el actual código se tienen 
características inquisitivas. En palabras críticas que manifiesta el jurista 
Montero (1997) afirma que “… los llamados sistemas procesales penales 
son conceptos del pasado, que hoy no tienen valor alguno, sirviendo 
únicamente para confundir o para enturbiar la claridad conceptual” (p. 29). 
Por un parte, se sostiene que el Códigos Procesal Penal debe de contener 
un solo modelo procesal y no basarse en cortes dogmáticos. 
 
Para (Salmon, 2010; San Martin, 2004). Las características en el Código 
de Enjuiciamiento son las siguientes: 
1. El proceso se divide en dos etapas: sumario y plenario. 
2. Se permiten los acusadores particulares y la acusación popular. 
3. El procedimiento es escrito, ya que todos los actos procesales debían 
de presentarse mediante la escrituralidad, por ello, esencialmente 
burocrático. 
4. El imputado es incomunicado hasta que preste su instructiva. 
5. Contra la sentencia del juez del crimen se puede interponer recurso de 
apelación ante la Corte Superior, que absuelve en grado previa vista 
del fiscal. 
6. No se permite la condena del ausente, siendo ello a que el imputado 





7. Función accesoria del Ministerio Público, que es un denunciante en 
limitados casos, mero colaborador de la investigación judicial y 
acusador en los delitos públicos. 
8. Predominio del juez –titulado Juez del Crimen-, quien tiene a su cargo 
el sumario y el plenario. 
9. prisión preventiva mayormente obligatoria  
 
Estas características muchas veces son utilizadas por los propios 
jueces en la actualidad, en una verbigracia podemos señalar la aplicación 
excesiva de la prisión preventiva en las distintas investigaciones, es 
también señalar que en nuestro país la mitad de los reos que purgan una 
pena privativa de libertad en los Establecimientos Penitenciarios están sin 
ser sentenciados. Otra causa para la inquisición, es por parte de los 
medios de comunicación que son influyentes en muchas sentencias y en 
las medidas cautelares que se toma, eso lleva a que aún siga existiendo 
el sistema inquisitivo en materia penal. 
 
b) El Código de Procedimientos en Materia Criminal de 1920 
El presente Código entro en vigencia el 2 de enero de 1920, siendo la 
influencia del país europea que es Francia, en el contenido de la presente 
normatividad se ha tenido un avance en la regulación sobre materia 
criminal, los derechos fundamentales de los investigados fue reconocido, 
en relación a ello, existió críticas a la normatividad como se menciona a 
San Martin (2004) quien en su apreciación considera a este Código como 





de “(…)efectividad de la justicia, por consiguiente, se achacó al Código 
(…)” (San Martin, 2004, p. 33).  
En palabras del jurista Salmon (2010) quien menciona las características 
del Código, siendo las siguientes: 
1. La acción penal es pública 
2. Se incorporan las excepciones y las cuestiones perjudiciales, 
3. El proceso se divide en dos etapas 
4. La instrucción es reservada y escrita. 
5. El juicio es oral y público, 
6. Contra los fallos del tribunal correccional procede recurso de nulidad 
(pp. 9-10). 
 
Las características mencionadas, sostenemos que el Fiscal ejerce 
la acción con excepción de los delitos privados, se sigue con el principio 
de legalidad; las excepciones tienen un especial tratamiento que es 
resuelto por el Tribunal Supremo. Con respecto a este código aún se 
consideraba la escritura, aunque, era considerado oral. 
 
c) El Código de Procedimientos Penales de 1939 
Después de no haber pasado ni dos décadas de la vigencia del código de 
1920 se inicia la reforma y se promulga el 23 noviembre de 1939 el código 
de Procedimientos Penales, por tano, para el jurista peruano San Martin 
(2004) señala al respecto “… las críticas forzó al gobierno de entonces a 
iniciar la contra reforma procesal penal. El 5 de mayo de 1936, por Decreto 





que se encargaría de la reforma del Código, en este sentido se observa 
las siguientes características que es destacado para Salmon 
(2010):siendo lo siguiente: 
1. El proceso se desarrolla en dos etapas: la instrucción (reservada y 
escrita) y el juicio (público y oral). 
2. Otorga una nueva dimensión a la instrucción. 
3. Se elimina el jurado. 
4. Se reconocen como procedimientos especiales (p. 10-11). 
El presente código sigue presente en su vigencia en algunos distritos 
judiciales como es observado en Lima, ya que sigue existiendo procesos 
penales que están en salas liquidadoras, como también estos procesos 
ocasionan la carga procesal, sin embargo, la entrada de un Código 
Procesal Penal no indica muchas modificaciones, con excepción de los 
procesos especiales. Así pasando de un Código Procesal que tenía dos 
etapas a uno que tiene tres etapas. 
 
d) Código procesal penal de 1991 
La democracia en los años de 1968 hasta 1980 se vio opacado por la 
dictadura militar, dentro de este periodo se promulga la Constitución de 
1979 también integrando nuevos procesos como es el sumario, no 
obstante, en el año de 1990 después de la dictara se retorna a una 
democracia con la lucha armada de Sendero Luminoso, analizaremos la 
situación contextual de cómo se promulgo la Constitución Política, Código 
Penal, Código Procesal Penal (en adelante CPP) y la Ley del Poder 





que aún tienen vigencia hasta el momento, en cambio, el CPP es el único 
que no entro en vigencia por interés del Poder Ejecutivo ya que con la 
lucha contra el terrorismo el gobierno no quería reconocer los derechos 
fundamentales de los imputados en esos instantes, ya que en el actual 
Código Procesal Penal se reconoce distintos derechos a las personas que 
son acusados o investigados. El gobierno de Alberto Fujimori requería la 
necesidad de restringir derechos y libertades de las personas, es ello el 
juzgamiento de jueces sin rostro. Por otro lado, mencionamos al jurista 
San Martin (2004) indica las características del presente Código Procesal 
Penal, siendo las siguientes: 
a) Persiste en el principio de oficialidad y de legalidad como la arista de 
la persecución penal, el Ministerio Público es quien persigue los delitos 
de acción pública (…). 
b) Se establece el principio de Oportunidad, como una salida alternativa, 
por falta de necesidad o merecimiento de pena, (…). 
c) Se legitima la participación de las ONGs como sujetos procesales en 
los casos donde existen intereses difusos. 
d) Se reconoce el derecho del imputado a guardar silencio, así como 
garantías a su favor, (…). 
e) El control de la investigación preparatoria está a cargo del fiscal, 
aunque de modo muy mediatizado; segundo, dirige la etapa 
intermedia, carece de bases contradictorias y no lo autoriza a denegar 
el juicio ante una falta de mérito evidente; y, tercero, conduce el juicio 
oral, aunque con una participación muy restringida, al punto que este 





en la actividad probatoria, salvo para subsanar omisiones necesarias. 
Para delitos graves, las etapas intermedia y de enjuiciamiento corren 
a cargo de la Sala Penal Superior (p. 44- 46). 
 
De lo señalado en las características consideramos que el Ministerio 
Publico es una entidad independiente de los poderes del Estado por lo 
que, no depende administrativamente de otras instituciones, los 
investigados e imputados tienen derechos en que ampararse. 
 
e) El Código procesal penal de 2004 
El actual Código procesal Penal “(…) fue promulgado mediante el Decreto 
Legislativo N° 957, del 28 de julio de 2004 y comenzó a entrar en vigencia 
en el distrito judicial de Huaura el 01 de julio de 2006” (Ponce, 2009, p. 
11). Desde el primer distrito judicial hasta la actualidad sigue entrando en 
vigencia en los distintos distritos judiciales, como es la situación del distrito 
judicial de Lima que aún no entra en vigencia hasta el momento en su 
totalidad, y ha transcurrido más 12 años. 
 
En el reciente CPP que se promulgo, denota ciertas características 
que lo distingue de los demás Códigos de los años anteriores, no 
obstante, cabe mencionar que aun con la vigencia del presente código 
sigue existiendo ciertas dudas jurídicas e incumplimiento con lo que dicta 
dicha norma, es el caso de dilatar procesos penales con distintas 






Para el jurista Salmon (2010) quien considera que este modelo 
procesal que tiene nuevas instituciones jurídicas incluyendo principios 
rectores con las que sustenta su edificación procesal, menciona 
características del CPP: 
a) La determinación de los roles, se considera de cuerdo a la separación 
de funciones de investigación, en su primera fase, y de juzgamiento, 
en su fase final, así como de la defensa técnica de los sujetos 
procesales que participan, todo esto se debe al cumplimiento del 
principio de la imparcialidad, ya que si el Fiscal es el titular del ejercicio 
de la acción penal pública y a quien se encomienda también la carga 
de la prueba. 
b) Rol fundamental del Ministerio Público, el fiscal tiende a tener una 
protagonización como director de la investigación junto con el equipo 
que trabaja, que son los fiscales adjuntos y la policía, por ello, se 
denomina al fiscal como el titular o el persecutor la acción penal 
pública. En su trabajo es de diseñando las estrategias a ser aplicadas 
para la formación del caso y, cuando así corresponda, someterlo a la 
autoridad jurisdiccional. 
c) El Juez asume funciones durante el proceso en sus distintas fases, 
que le permite garantizar los derechos fundamentales de los sujetos 
procesales, efectivamente, el nuevo Código Procesal Penal le 
encomienda a realizar el control respectivo de la investigación 
realizada por el Fiscal, en tanto se cumplan con los plazos y el 






d) El proceso penal común se divide en tres fases, siendo en su primera 
fase la investigación preparatoria, en su segunda fase la intermedia y 
el juzgamiento; La primera fase está a cargo del Ministerio Público; la 
segunda y tercera le corresponde su dirección al Juez. 
e) El Fiscal solicita las medidas coercitivas en contra del sujeto que está 
en proceso de investigación, ya que estas medidas le permiten al fiscal 
a que tengan garantizado el juzgamiento sin interrupciones y que al 
final del proceso, es decir, en su última fase se dicte la sentencia. 
f) El juzgamiento se desarrolla conforme a los principios de contradicción 
e igualdad de armas; esta fase la conduce el Juez y permite que el 
Fiscal sustente su acusación siendo en sus alegatos de apertura, la 
actuación de las pruebas y terminando en alegatos finales, de la misma 
forma, se permite a que el imputado pueda hacer su defensa 
contradiciendo dicho argumento en un plano de igualdad procesal, 
equilibrando la balanza. 
g) La garantía de la oralidad es la esencia misma del juzgamiento; esta 
garantía de la oralidad permite que los juicios se realicen con 
INMEDIACIÓN Y PUBLICIDAD, salvo excepción que el mismo código 
lo indica. 
h) La libertad del imputado es la regla durante todo el proceso; ya que 
todo investigado debe seguir el proceso penal en condición de libertad, 
no obstante, se tiene la excepción de carácter personal las medidas 
coercitivas. El principio de presunción de inocencia es un derecho de 





que la prisión preventiva debe regirse por el principio de 
excepcionalidad. 
i) Las diligencias son irrepetibles, sin embargo, existe excepcionalmente 
es permitido cuando las razones así lo justifican. 
j) Se establece la reserva y el secreto en la investigación; entiéndase 
como el mantenimiento en la esfera particular de los sujetos 
procesales del contenido de la investigación, siendo ello, a que la 
actuación de las diligencias por un tiempo determinado sea 
considerado secreto. 
k) Nueva organización y funciones de los Jueces y Fiscales; en el 
presente Código Procesal Penal se ha modificado trascendentalmente 
la estructura, organización y funciones del sistema de justicia penal 
(…) (p. 11-14). 
De las que menciona el jurista, sostenemos que rige los principios 
de publicidad, imparcialidad, oralidad, y contradicción; cada uno de estos 
principios rectores y demás que existen en el CPP es de vital importancia, 
ya que sin ella el PCC no tendría el sentido de ciencia. llego a la crítica de 
sostener que en la actualidad en los distintos centros de estudio y también 
en juzgados aún se sigue utilizando el término de “nuevo”, no obstante, el 
CPP data del año 2004 por lo que, no podemos dar calificativos de nuevo 
y antiguo en el Derecho, por lo que argumento que las leyes que entran 
en vigencia tienen que ser denominada conforme han sido publicadas, sin 





CPP cuando ya han pasado más de 12 años, las normatividades deben 
de ser nombradas sin dar un calificativo de “nuevo o viejo”. 
 
Podemos mencionar que aun en la vigencia del CPP, sigue 
existiendo salas liquidadoras, estos se debe a que los defensores y 
fiscales siguen con la idea de dilatar el proceso, no cabe dudas que al 
llegar al Bicentenario seguirá existiendo aun estas salas liquidadoras en 
penal, ya que la carga procesal y con las excepciones procesales se 
prolongan el tiempo determinado que se establece para las tres etapas en 
el proceso común, además en cada etapa tiene un determinado plazo 
legal que es establecido por la ley. 
 
 
2.2.2. Sistema de justicia penal 
Para mencionar sobre la normatividad procesal, es necesario considerar 
al sistema, es decir, de cómo está estructurado las distintas normas para 
el buen funcionamiento y el rol que deben de desempeñar los distintos 
actores procesales, es por ello, primero definir el termino de sistema, en 
palabras de Aracil y Gordillo (1998) indican que sistema es “…se enuncien 
una serie de partes componentes y una forma de interacción entre ellas 
1ue suministre un vínculo que las organice en la unidad que es el sistema” 
(p. 3). Según Garcia (2003) se entiende a sistema como “La Dinámica de 
Sistemas se puede aplicar a un amplio abanico de problemas que nos 
encontramos a diario, pero en muchas otras ocasiones otras 
metodologías o nuestra intuición nos ofrecerán solución o nos sacarán del 





las funciones que se debe cumplir, siendo esto, aquellas actividades que 
son dirigidas para las necesidades de la sociedad, en las palabras de 
Parsons (citado por Ritze, 1997) menciona a cuatro imperativos para 
explicar aquella relación que debe de existir entre las entidades y la 
sociedad, su planteamiento indica en Adaptación, Capacidad para 
alcanzar metas, Integración y Latencia (AGIL) cada uno de estos tiene 
una explicación, en el primero afirma que la adaptación es hacia el entorno 
y estas a sus necesidades, segundo estas deben de estar trazados a una 
meta, en el tercero de integración lo que señala a que todo sistema debe 
regularla interrelación entre sus partes constituyentes y ultimo latencia 
que implica que todo sistema debe de renovar, por lo que, el sistema 
judicial tiene una dinámica de funcionamiento desde su creación, es ello, 
que se tiene al positivismo del austriaco H. Kelsen sobre la estructura de 
las leyes que lo señala mediante la pirámide. 
 
El sistema de justicia penal está integrado por distintas instituciones 
que se encuentran relacionados con la coerción penal que se castiga 
aquel comportamiento anómalo que contraviene a las buenas 
costumbres, el ius punendi que es ejercido por el Estado y está se 
encuentra encargado por el Poder Judicial, por lo que, no puede ser 
aceptarse la justicia privada, sin embargo, cabe indicar que existe la 
justicia pluricultural reconocido por la Organización Internacional de 
Trabajo en el Convenio 169. 
 
Según Calderon (2011) indica sobre la trilogía de sistema judicial: 





b) El proceso o juicio. Comprende un conjunto de actos de investigación 
o instrucción y de juzgamiento de aquellas conductas punibles, 
regulado en una parte del país por el Código de Procedimientos 
Penales de 1940 y algunos artículos vigentes del Decreto Legislativo 
N° 638 (Código Procesal Penal de 1991), referidos a los temas de 
principio de oportunidad, detención, comparecencia, libertad 
provisional y diligencias especiales; y en otra parte, el Código Procesal 
Penal de 2004. 
c) La ejecución de la sanción impuesta por el órgano jurisdiccional. Se 
encuentra a cargo de la administración penitenciaria (INPE) y está 
regulada por el Código de Ejecución Penal de 1991. (p. 15-16). 
  En otras palabras, es mejor considerar al sistema desde el punto 
de vista del investigado y del agraviado, ya que solo los abogados 
litigantes y fiscales pueden señalar el buen funcionamiento del sistema de 
justicia en nuestro país. La estructura de realizar procesos judiciales se 
da en las distintas culturas europeas, también en la cultura inca se 
menciona la forma de como se hacía justicia; este sistema inicia con la 
búsqueda de la verdad ante hechos o comportamientos humanos que no 
son aceptados por la sociedad, de ahí surge dos sistemas judiciales las 
cuales son: 
a) Sistema inquisitivo: tiene a destacar más en lo que realizo la iglesia 
católica siendo esto que la de acusar y juzgar recae en manos de una 
persona, o  mejor dicho, el juez y el órgano acusador trabajan a la par, 





no tiene neutralidad en el trabajo que desempeña (Carrasco y 
Sauceda, 2013). Para Salmon (2010) señala “…prevalecía el interés 
privado…” (p. 14). La función de perseguir y juzgar solo recae en una 
sola persona o en la misma persona, es decir, que hace de parte y 
juez. En esta se realiza una investigación secreta.  
 
b) Sistema acusatorio: para el jurista Carrasco y Sauceda (2013) indica 
al respecto “…es un sistema adversarial, donde las partes (fiscalía y 
defensa) se enfrentan en igualdad de oportunidades ante un juez 
imparcial, quien, con base en las pruebas y argumentos, decide si 
condena o absuelve” (parr. 28)., según Cubas (2008) “…es antagónico 
al Sistema Inquisitivo, aquél se condice con un sistema republicano y 
con la vigencia del Estado de Derecho, está regido por sólidos 
principios” (parr. 3). En el Codigo Procesal Penal señala en el título 
preliminar inciso 2 artículo I que “Toda persona tiene derecho a un 
juicio previo, oral, público y contradictorio, desarrollado conforme a las 
normas de este Código”. en este sistema se menciona el principio 
acusatorio, por ello, para Cuadros (2010) señala: 
 
  “Representa la exigencia de que no exista condena sin acusación 
previa y que la función acusadora y la decisora sean ejercidas por órganos 
distintos. De esta primera premisa se derivan, necesariamente, la vigencia 
de otros principios esenciales tales como el de imparcialidad judicial y los 






En la tesis que han desarrollado los autores Rosas y Villareal (2016) 
señalan las principales características: 
 
Acusatorio, ya que existe una marcada separación de funciones: 
así tenemos al Ministerio Público como órgano estatal encargado de 
investigar y acusar; al investigado y su defensa, que soporta la 
persecución penal; y, al tercero imparcial encargado de emitir las 
resoluciones jurisdiccionales, que viene a ser el Juez. 
 Garantista, ya que existe un tercero imparcial encargado no solo de 
garantizar los derechos y garantías del imputado o acusado, sino de 
todos los sujetos procesales que intervienen en el proceso. 
 Adversarial, ya que existen sujetos procesales con intereses distintos, 
que van utilizar todos los recursos procesales existentes para lograr 
su propósito. La tendencia adversarial se observa con nitidez en las 
audiencias, tanto preliminares como de juzgamiento (p. 4). 
Cada uno de los sistemas tiene su fundamento el de porque se ha 
creado y cuánto tiempo ha entrado en vigencia; como indicamos en líneas 
arribas, en el actual sistema procesal de nuestro país aún se tiene rasgo 
o artículos que quedan del sistema inquisitivo, como es el artículo 155 
inciso 3 que admite “…por excepción, los casos en los cuales se admitan 
pruebas de oficio”, este es un rezago del sistema inquisitivo ya que en el 
CPP existe el principio de in dubio pro reo lo que indica que ante la duda 
favorece al reo, es decir, que existe una presunción de la inocencia, 





En el cuadro que detallamos se precisa sobre la diferencia entre el 
Código de procedimientos penales de 1940 y el Código procesal Penal 
(Decreto Legislativo N° 957). 















Fuente: Calderon y Aguila en EL NUEVO SISTEMA PROCESAL PENAL: Análisis crítico 
 
  La distinción entre ambos códigos en el cumplimiento del rol de 
funciones tiene un giro total, encargándose de la investigación el fiscal 
juntamente con el apoyo de la Policía Nacional, en las etapas el rol cambia 





2.2.2.1. Derecho proceso penal  
El Estado mediante los poderes que es el Legislativo, ejecutivo y Judicial 
son encargados de administrar el país, así mismo, uno de las entidades a 
tratar es el Poder Judicial que está encargado de administrar justicia. en 
la definición de juristas, según Claria (1998) indica al respecto que “…el 
Estado es una sociedad jurídicamente organizada, porque el derecho 
constituye el elemento orgánico de la vida social que es su materialidad” 
(p. 33). En la idea de Vazquez (1995) afirma “… Estado moderno ha 
conformado un complejo sistema normativo institucional que estatuye una 
serie de condiciones y prevé actividades, socialmente perceptibles, que 
configuran el poder penal; éste, a través de procedimientos específicos, 
define comportamientos a cuya comisión se asocian penas” (p. 33)., sin 
duda se sostiene que “Que es el conjunto abarcativo de aquellas 
disposiciones estatales que regulan la función aplicativa del Derecho 
Penal” (Vazquez, 1995, p. 34). En lo que indica juristas nacionales como 
San Martin (2014) señala lo siguiente: 
“…como el conjunto de normas que regula la actividad 
jurisdiccional del Estado para la aplicación de las Leyes de fondo, 
y su estudio comprende: la organización del Poder Judicial, la 
determinación de la competencia de los funcionarios que lo 
integran, y la actuación del juez y las partes en la sustanciación del 






En la idea de que la característica del derecho procesal penal es 
instrumental, público y no convencional (San Martin, 2014). Así mismo, 
para Baumann (1986) señala “…es el conjunto de las normas destinadas 
a regular el procedimiento para la determinación y realización de la 
pretensión penal estatal” (p. 2).El surgimiento de regular a la sociedad 
mediante la normatividad y que este debe de seguir un camino para que 
determinar la ilicitud de la conducta.  
 
 
2.2.2.2. Proceso penal 
Para sancionar las distintas conductas de las personas que incurren e 
hechos delictivos, es decir, en delitos que están tipificados en el Código 
Penal (en adelante CP), el estado mediante el ius punendi, sanciona 
dichas conductas que son anómalos. para Calderon (2011) quien 
considera que es necesario determinar la etimología del termino proceso 
señalando: 
“…viene de la voz latina “procederé“, que significa avanzar en un 
camino hacia determinado fin. Precisamente el proceso penal es el 
camino por recorrer entre la violación de la norma y la aplicación de 
la sanción. El proceso penal es el conjunto de actos previos 
(instrucción y juzgamiento) a la aplicación de una sanción, 






Estos actos que tienen a ser sancionados y pueden llegar a que la 
persona que haya cometido un delito quede privado de libertad, según 
Claria (1998) afirma: 
(…) el más importante objeto de estudio es el proceso, y la materia 
principal sobre la cual el proceso versa es una hipótesis de 
infracción penal. Después se verán los ensanches de ese objeto de 
estudio y de ese objeto del proceso. Lo expuesto basta para 
individualizar la rama jurídica que ha de ocuparnos en adelante (p. 
34). 
 
En palabras del maestro Carnelutti (1994) considera que “no sólo 
el proceso sirve al derecho, sino también el derecho al proceso” (p. 54). 
En palabras de Vazquez (1995) constituye lo siguiente: 
“…la actuación de las normas sustantivas penales, deberá 
recurrirse a los procedimientos establecidos a través de las normas 
procesales. Mientras las normas sustantivas o materiales son 
reguladoras de comportamientos de la vida de relación, generando 
determinadas pretensiones a los interesados, las procesales 
establecen los medios de los órganos establecidos y los actos 
mediante los cuales el juez y los distintos sujetos procesales 
realizan el proceso en el que se determinará la validez de esas 
pretensiones consagradas por la legislación de fondo” (p. 63). 
 
En el proceso penal se debe de destacar el saneamiento proceso, 
es decir, que la igual que en el proceso penal se debe de verificar la 





(2008) en una crítica considera sobre la reforma del Código Proceso Penal 
insiste en que durante la formulación de este código ha sido un camino 
complejo en nuestro país por las distintas marchas y contramarchas que 
ha devenido finalmente en una yuxtaposición de modelos, estructuras, 
instituciones y normas contrapuestas, este complejo cambio se dio y se 
está dando todavía en alguno distritos judiciales. 
 
2.2.2.2.1. Principios del proceso penal 
Los principios que rigen el proceso penal son aquellas aristas con la que 
se cumple y los actores se someten a ella, estos principios guían al 
proceso. En los párrafos siguientes se desarrollará los principios del CPP, 
siendo: 
a) Principio de Imparcialidad: en la consideración en el Codigo Procesal 
Penal en artículo I del  Título Preliminar señala “…Se imparte con 
imparcialidad por los órganos jurisdiccionales competentes y en un 
plazo razonable”, según Ortiz (2014) afirma que “…es la razón de ser 
y el fin máximo de la función del Juez. Por ello deviene en fundamento 
y sustento de todos los demás principios, los mismos que sólo pueden 
explicarse en función a la búsqueda de la imparcialidad” (párr. 5). La 
decisión del juez se basa en la imparcialidad.  
 
b) Principio Acusatorio: se considera en el artículo 356 inciso 1 que afirma 
“El juicio es la etapa principal del proceso. Se realiza sobre la base de 
la acusación. Sin perjuicio de las garantías procesales reconocidas por 





Humanos aprobados y ratificados por el Perú, rigen especialmente la 
oralidad, la publicidad, la inmediación y la contradicción en la actuación 
probatoria…”, para Cubas (2008) quien menciona: 
“En virtud del Principio Acusatorio se reconoce nítidamente la 
separación de funciones para el desarrollo del proceso penal: al 
Ministerio Público le corresponde la función requirente, la función 
persecutoria del delito, por ello es el titular del ejercicio de la acción 
penal pública y de la carga de la prueba. Asume la conducción de 
la investigación desde su inicio y está obligado a actuar con 
objetividad, indagando los hechos constitutivos de delito, los que 
determinen y acrediten la responsabilidad o inocencia del 
imputado, con esa finalidad conduce y controla jurídicamente los 
actos de investigación que realiza la Policía Nacional” (párr. 4). 
 
  Para Ore y Loza (2008) menciona sobre el tema “…El 
encargado de dirigir la investigación es el Fiscal con el auxilio de la 
Policía, mientras que el Juez controla y garantiza el cumplimiento de 
los derechos fundamentales, además es el encargado de dirigir el 
juicio oral” (parr. 28). 
 
c) Presunción de inocencia:  el investigado u imputado que debe de 
ser considerado inocente mientras no exista un medio de prueba 
que lo hace responsable de la hecho delictivo, así también, 
mientras tanto no se llegue a demostrar su responsabilidad o, lo 





sentencia firme debidamente motivada (Ore y Loza 2008). Según 
Cubas (2008) indica “Constituye una de las conquistas esenciales 
del movimiento liberal que consistió en elevar al rango 
constitucional…” (párr. 8). De la misma forma, en la Constitucion 
Politica del Peru en su letra “e” inciso 24 articulo 2 manifiesta “Toda 
persona es considerada inocente mientras no se haya declarado 
judicialmente su responsabilidad”, indicamos que nadie puede ser 
sentencia sin pruebas que lo hagan responsable del delito. 
 
d) El Principio de Publicidad del juicio: en la Constitucion Politica del 
Peru en el artículo 139 inciso 4 se indica “La publicidad en los 
procesos…”, también en el Título Preliminar del CPP en su artículo 
“Toda persona tiene derecho a un juicio previo, oral, público y 
contradictorio…”, para Ortiz (2014) señala “Conforme a la definición 
general de este principio, el proceso y el juicio oral son públicos.  
Toda la comunidad tiene derecho a saber y enterarse de él y sus 
pormenores” (párr. 16), de la misma forma Roxin (2006) afirma: 
“…su significado esencial reside en consolidar la confianza 
pública en la administración de justicia, en fomentar la 
responsabilidad de los órganos de la administración de 
justicia y en evitar la posibilidad de que circunstancias ajenas 
a la causa influyan en el tribunal y con ello en la sentencia” 
(p. 407). 
e) El Principio de Oralidad: en los procesos penales es la característica 





los distintos actos mediante la oralidad, según Cubas (2008) señala 
que todo lo que se solicite, cuestione, argumente, ordene, permita, 
resuelva, será concretado oralmente, pero lo más rescatable es que 
las intervenciones será mediante la escritura, es decir documentado 
en el acta de audiencia empleándose un criterio selectivo, se impone 
este principio mediante la utilización de la palabra. 
 
f) El principio de Inmediación: para Cubas (2008) considera: 
Este principio  señala que las pruebas se actúan directamente ante el 
Juez, en el juicio oral, en forma inmediata y solo lo actuado en tal forma 
tiene carácter probatorio… solo en casos muy excepcionales, 
debidamente previstos por el CPP, de existir alguna contradicción con lo 
declarado previamente por alguien y previo requerimiento oral 
necesariamente fundamentado de la parte interesada, el Juez podría 
autorizar que se oralice alguna declaración escrita de la carpeta fiscal, 
como referencia subsidiaria. Igualmente, en caso de que no concurriese 
algún testigo, pese haberse cursado debidamente las notificaciones, por 
razones de muerte, enfermedad o fuerza mayor (párr. 9-11). 
 
g) Principio de Contradicción: en la definición “Los intervinientes, en 
cualquier instancia del proceso tienen la facultad de contradecir los 
argumentos de la otra parte” (Ore y Loza, 2008, parr 35). en este 
principio se sustenta bajo la argumentación de contradicción lo que 
nos permite conocer es que el abogado defensor tendrá que 





h) Principio de legalidad: se sustenta bajo la premisa del imperio de la 
ley, como también a la frase de “Nullum crimen, nulla poene sine lege”, 
así mismo, es regulado en nuestra Carta Magna la Constitución 
Política del Perú en el literal “d” inciso 24 artículo 2 que indica “Nadie 
puede ser detenido sino por mandamiento escrito y motivado del juez 
o por las autoridades policiales en caso de flagrante delito…”, también 
en el numeral 2  artículo I del Título Preliminar de CPP se encuentra 
regulado “Toda persona tiene derecho a un juicio previo, oral, público 
y contradictorio, desarrollado conforme a las normas de este código”.  
 
  Demás que no se han mencionado como el Debido proceso, Ne bis 
in ídem, instancia plural y otros son parte del CPP y también que protegen 
los derechos de las partes, esto sea del imputado como del agraviado. 
 
2.2.2.2.2. Etapas del proceso penal 
La división del proceso penal está establecida por el propio CPP, en cada 
etapa procesal se indica el acto procesal que se debe de realizar, como la 
investigación, la acusación y el juicio en la que se debate todos los medios 
probatorios. Para los juristas Ore y Loza, (2008) indican sobre la 
estructura del proceso “La mayoría de los países con modelo mixto 
presentan tres etapas como mínimo: instrucción (secreta y no 
contradictoria), fase intermedia y juicio oral” (párr. 11). El cargo de la 
investigación es el fiscal quien conduce la investigación preparatoria, 





el filtro para el juicio oral. En el CPP establece de la siguiente forma las 
etapas procesales: 
 
a) investigación preparatoria 
En el artículo 321 inciso 1 indica “…persigue reunir los elementos de 
convicción, de cargo y de descargo, que permitan al Fiscal decidir si 
formula o no acusación y, en su caso, al imputado preparar su defensa. 
Tiene por finalidad determinar si la conducta incriminada es delictuosa, las 
circunstancias o móviles de la perpetración, la identidad del autor o 
partícipe y de la víctima, así como la existencia del daño causado”, 
mediante el apoyo de la Policía Nacional con sus respectivo personal 
especializado colabora con la investigación, el Fiscal que comprende en 
su función la llamada diligencia preliminar y la investigación formalizada y 
dentro de este acto se encuentra la diligencia que debe de realizar el fiscal 
(Ore y Loza, 2008). 
 
b) etapa intermedia: 
En la normatividad CPP en su artículo 344 señala sobre la etapa 
intermedia “Dispuesta la conclusión de la Investigación Preparatoria, de 
conformidad con el numeral 1) del artículo 343, el Fiscal decidirá en el 
plazo de quince días si formula acusación, siempre que exista base 
suficiente para ello, o si requiere el sobreseimiento de la causa. En casos 
complejos y de criminalidad organizada, el Fiscal decide en el plazo de 
treinta días, bajo responsabilidad”. y esto puede darse en sobreseimiento, 
no puede imputarse, es atípico, se ha extinguido (en casos de corrupción 





incorporar. De la misma forma se realiza la acusación y se da el auto de 
citación al juicio. 
 
c) Etapa de juzgamiento 
En la normatividad del CPP se considera en los articulo 344 siguientes, 
en el inciso 1 indica “…Se realiza sobre la base de la acusación. Sin 
perjuicio de las garantías procesales reconocidas por la Constitución y los 
Tratados de Derecho Internacional de Derechos Humanos aprobados y 
ratificados por el Perú, rigen especialmente la oralidad, la publicidad, la 
inmediación y la contradicción en la actuación probatoria. Asimismo, en 
su desarrollo se observan los principios de continuidad del juzgamiento, 
concentración de los actos del juicio, identidad física del juzgador y 
presencia obligatoria del imputado y su defensor”. En esta etapa se 
prepara el debate de las partes procesales, iniciando con la acreditación 
de las partes que concurren al juicio oral, seguido el fiscal da a conocer 
sus alegatos de apertura, de la misma forma la parte contraria manifiesta 
sus alegatos de apertura, después de concluir dichos actos se inicia con 
la actuación de medios probatorios que tienen las partes para luego 
concluir en los alegatos finales o de clausura para luego el juez poder 
deliberar la sentencia. 
 
2.2.2.2.3. Los medios probatorios 
En el presente párrafo de detallar los medios de prueba que se practica y 
es normado por el CPP en sus artículos de 155 al 252, como también la 
prueba anticipada y preconstituida. En el desarrollo que realiza Talavera 





verdad de los hechos en que se funda su pretensión procesal” (p. 21). En 
el CCP en el artículo 155 inciso 2 “Las pruebas se admiten a solicitud del 
Ministerio Público o de los demás sujetos procesales. El Juez decidirá su 
admisión mediante auto especialmente motivado, y sólo podrá excluir las 
que no sean pertinentes y prohibidas por la Ley. Asimismo, podrá limitar 
los medios de prueba cuando resulten manifiestamente sobreabundantes 
o de imposible consecución”, de la misma forma los medios de prueba 
pueden ser: la confesión, el testimonio, la tericia, el careo, la Prueba 
documental y otros medios que la normatividad no regula y son admitidos, 
en la doctrina se menciona los medios típicos y atípicos. Estos medios de 
prueba se conducen bajo los principios de libertad de prueba, pertinencia, 
conducencia, utilidad, licitud y necesidad. 
Con respecto a la prueba anticipada y pre-constituida lo menciona el 
jurista Talavera (2009) señalando: 
 
a) prueba anticipada 
Entendamos a la anticipación de la prueba como aquella actividad que es 
antes al juicio, con la respectiva intervención del juez en condiciones que 
permiten la contradicción, esta práctica se debe al cualquier momento 
anterior del juicio oral, este acto procesal debe de contener todos los 
requisitos que la normatividad señala. 
 
b) prueba pre-constituida 
Es aquella actividad antes del inicio formal del proceso penal o también 





observando las garantías constitucionales y las prescripciones legales, 
con la finalidad de asegurar o mantener la disponibilidad de las fuentes de 
prueba (pp. 65-72). 
 
2.2.2.2.4. Plazos establecidos en el proceso penal 
Los plazos se encuentran regulados en el CPP en el artículo 142, en 





   
De la misma forma para computar los plazos se indica en el artículo 
















En las tres etapas se tiene plazos que se deben de cumplir, para Lopez 
(2017) indica que: 
“La primera etapa del nuevo proceso penal es la Investigación 
Preparatoria que contiene a su vez a dos sub fases, la etapa de 
diligencias preliminares en virtud del cual el Fiscal, con apoyo o no 
de la policía, se ocupa de las primeras diligencias de investigación 
a fin de encontrar los primeros recaudos y pruebas para determinar 
si existen pruebas de cargo o descargo que sustenten o 
desestimen la noticia criminal, y la Investigación Preparatoria 
propiamente dicha qué ocurre si de las diligencias preliminares 
existe indicios de delito, se ha individualizado al presunto autor y 
no existe causa de extinción penal; si concurren estos requisitos se 
emitirá la Disposición de Continuación y Formalización de la 
Investigación Preparatoria. Esta etapa es, con las grandes 
diferencias, un símil de la formalización de la denuncia penal en el 
anterior modelo procesal penal” (párr. 5-6). 
 
En el cuadro siguiente mencionamos los plazos que debería de cumplirse 





Cuadro N° 2, plazos en las etapas preparatoria e intermedia 
Plazos de la etapa de la Etapa 
investigación preparatoria 
Plazos de la Etapa intermedia  

















Investigaciones complejas Formulación 




8 meses Citación de 
audiencia de 
control 











Investigación contra organización 
criminales   
Subsanación 










por el mismo 
plazo) 
- - 
Fuente: Actualidad Penal del Instituto del Pacifico 






2.2.3. Ministerio Público   
Según Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (2016) en su artículo 
60 menciona que el Ministerio Público es el titular del ejercicio de la acción 
penal, ene le que  actúa de oficio, a instancia de la víctima, por acción 
popular o también por noticia policial, así mismo el Fiscal conduce desde 
que realiza la investigación o desde su inicio la investigación del delito, 
con tal propósito la Policía Nacional está obligada a cumplir los mandatos 
del Ministerio Público en el ámbito de su función. 
 
El Ministerio Público también muestra sus atribuciones y sus 
obligaciones, en la cual nos señala el Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos (2016) en su artículo 61 que el Fiscal actúa en el proceso penal 
con independencia de criterio y se adecua a sus actos a un criterio 
objetivo, rigiéndose únicamente por la Constitución y la Ley, sin perjuicio 
de las directivas o instrucciones de carácter general que emita la Fiscalía 
de la Nación, también conduce la Investigación Preparatoria, en la cual 
practicará u ordenará practicar los actos de investigación que 
correspondan, indagando no sólo las circunstancias que permitan 
comprobar la imputación que sirvan para eximir o atenuar la 
responsabilidad del imputado, también solicitará al Juez las medidas que 
considere necesarias, cuando corresponda hacerlo, así mismo se da la 
intervención permanente en todo el desarrollo del proceso, que tendrá 
legitimación para interponer los recursos y medios de impugnación que la 
Ley establece, para lo cual también está obligado a apartarse del 





causales de inhibición establecidas en el artículo 53°. 
 
De esta manera en el artículo 63 también nos menciona que el 
ámbito de la actividad del Ministerio Público, en lo no previsto por este 
Código, será el señalado por su Ley Orgánica, por tanto también 
corresponde al Fiscal de la Nación, de conformidad con la Ley, también 
se tiene que establecer la distribución de funciones de los miembros del 
Ministerio Público (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2016). 
 
Por ultimo en su artículo 64 también el Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos (2016) indica que el  Ministerio Público se encargara 
de formular sus Disposiciones, Requerimientos y sus Conclusiones en 
forma motivada y específica, de esta manera que se basten a sí mismos, 
sin poder remitirse a las decisiones del Juez, ni a Disposiciones o 
Requerimientos anteriores, así mismo procederá oralmente en la 
audiencia y en los debates, y por escrito en los demás casos. 
 
2.2.3.1. Carga procesal 
Se considera como una situación jurídica en el cual es instituida mediante 
una ley, que básicamente se fundamenta en el requerimiento de una 
conducta establecida por el interés de la persona. En este sentido según 
la opinión de Tareas juridicas (2015) indica que la carga procesal hace 
referencia a los actos que se realiza para obtener resultados procesales 
favorables que se basa de acuerdo a nuestros intereses legales y evitar 





un derecho que la Ley nos otorga para poder realizar un acto dentro de 
un procedimiento que a través de él consigamos ciertos beneficios a 
nuestro favor. Por ende, la carga procesal básicamente está establecida 
por todos los números de juicios o expedientes que se reciben y esta se 
acumulan en las áreas jurisdiccionales, también depende de un factor 
predominante que se encarga de determinar el número de la carga 
procesal real. 
 
2.2.3.2. Diligencia procesal 
Según la Escuela del Ministerio Publico (2013) en la que indica las 




































































2.2.4. Derechos del imputado 
En cuanto a los derechos del imputado también hace referencia sobre el 
tema el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (2016) en su artículo 































































En este sentido los derechos fundamentales del imputado hace 
referencia a que el trato debe ser como más respeto y como inocente, 
también a saber el motivo de la detención, también los derechos se basan 
en que la detención no dure más de 24 horas en los recitos policiales, 
también el imputado tiene derecho a que un juez revise detalladamente 
su caso de detención, el de informar a los familiares del imputado, tiene 
derechos a tener un abogado y guardar silencio, atener o en todo caso 
recibir visitas, estos y muchos más son considerados como los derechos 
que debe tener un imputado. 
 
2.2.5. Noción de delito 
Por lo que se refiere al delito es considerada como una acción u omisión 
que se realiza de manera voluntaria y es penada por la ley, en particular 
el delito domina lo que es una conducta típica. Así mismo Sánchez (1991) 
indica que “La palabra delito deriva del latín ‘delinquere’ que significa 
abandonar, apartarse del buen camino, alejarse del sendero de la Ley” (p. 





aquello que se comete en contra de las normas legales y las leyes, es el 
caso de Pavón (2008) donde menciona que es “el conjunto de normas 
jurídicas, de derecho público interno, que definen los delitos y señalan las 
penas o medidas de seguridad aplicables para lograr la permanencia del 
orden social” (p. 17). Y por su parte Calderon (2015) sostiene que el delito: 
“Se divide en dos: la parte general y la parte especial. La parte 
especial se ocupa del estudio de los delitos y las penas o medidas 
de seguridad que se determinan para los mismos, mientras que la 
parte general comprende la teoría de la ley, la teoría del delito, la 
teoría del delincuente y la teoría de las penas y medidas de 
seguridad” (p. 2). 
 
Haciendo referencia a todo ello también el autor Muñoz y Garcia 
(2004) señala que es “un sistema categorial clasificatorio y secuencial en 
el que, peldaño a peldaño, se van elaborando, a partir del concepto básico 
de la acción, los diferentes elementos esenciales comunes a todas las 
formas de aparición del delito” (p. 205). En tal sentido que la teoría del 
delito se denomina como aquel conjunto de conjunto de lineamientos 
sistematizados que en si determinan la integración o la desintegración de 
una conducta y está a la vez es considerada como delito por la norma 
penal (Muñoz y Garcia, 2004). Luego Eduardo et al. (2013) dice que la 
teoría del delito representa  “una parte de la ciencia del Derecho Penal 
que se ocupa de explicar qué es el delito en sentido genérico, 
descomponiendo el concepto de delito en un sistema de categorías 





el delito dentro dela teoría Jurídica estudia los principios y también los 
elementos que son comunes a todo delito, así como las características 
por las que se diferencian los delitos unos de otros, estos elementos, que 
como dijimos anteriormente son la acción, la tipicidad, la antijuridicidad y 
la culpabilidad. Mientras tanto Muñoz (2001) define “delito es toda 
conducta que el legislador sanciona con una pena” (p. 63). Entonces el 
delito se observa cunado sucede una determinada acción en el cual 
también se denomina como un sistema categorial, clasificatorio y por tanto 
secuencial en el que, peldaño a peldaño, se van elaborando, a partir del 
concepto básico de acción, todos aquellos elementos esenciales comunes 
a todas las formas de aparición del delito (Muñoz, 2001). 
 
Visto de esta forma el delito es como las valoraciones que realizan 
las personas relacionadas con la de sus conductas. El delito en sí, en su 
expresión más simple, se denomina como una acción individual, un modo 
de obrar de aquel que lo comete; y este modo de obrar, en cuanto se halla 
conexo con una tendencia del individuo, y también en cuanto es el 
resultado de los elementos que se hallan en el organismo, aunque se 
hallen fuera, éste se los apropia y revela la delincuencia, el delito y 
delincuencia aparecen ante todo como unos fenómenos individuales, o 
también como manifestaciones que se da del organismo individual, así 
pues al estudiar esta relación entre la delincuencia y el organismo 
individual se han ofrecido especialmente los esfuerzos de ilustres 






El delito no es un "rompecabezas" ni puede estudiarse como una 
pieza anatómica, sino que se basa en la conducta considerada como el 
"todo" del delito y los que suelen llamarse "elemento del delito", en si son 
características de la conducta requeridas por el derecho para motejarla 
"delito”, al saber la unidad del concepto analítico o dogmático la garantiza, 
precisamente, la conducta, entonces en este sentido el análisis "no niega 
la unidad, sino que es el medio para realizarla" de allí que el proceso 
analítico no puede remover de nada diferente a la conducta misma: no 
pueden considerarse caracteres "delictivos" de una determinada conducta 
los que son caracteres de cualquier conducta humana (Zaffaroni, 1981). 
 
2.2.5.1. Elementos del delito 
Se toma en cuenta los elementos de los delitos por que el delito no es un 
dominio, sino que se basan en la conducta del individuo. Como se ha dicho 
que los elementos de los delitos se basan en la conducta humana. Desde 
la perspectiva de diferentes autores los elementos de los delitos son: 
 
2.2.5.1.1. La tipicidad 
A los dispositivos que la ley utiliza para individualizar conductas penadas 
los llamamos tipos. Estos tipos que se hallan en el parte especial y en las 
leyes penales especiales. Tienen carácter predominantemente 
descriptivo. De este carácter no puede deducirse que los tipos 
individualicen "exterioridades" de conducta v prescindan de lo subjetivo: 
se puede describir tanto lo objetivo como lo subjetivo. Segundo paso será, 





por alguno de estos tipos penales. En caso de estarlo, se llamará tipicidad 
a la característica que por esta circunstancia reviste la conducta y se 
llamará típica a la conducta. Cuando la conducta no sea típica, diremos 
que hay atipicidad de la conducta, o sea, que se trata de una acción 
atípica. El tipo cumple la función de individualizar las conductas que 
pueden ser delito: es un dispositivo legal que sólo puede hallarse en la ley 
penal, para fijar las conductas que nos pueden interesar como delitos. Los 
dos caracteres del delito que nos restan por enunciar no son 
exclusivamente penales, pero la tipicidad sí lo es (Zaffaroni, 1981, p. 29). 
 
  Desde la perspectiva de Rodriguez (2005) señala que la tipicidad 
desempeña una función i portante que se deriva del principio de legalidad 
de naturaleza garantista: es una función seleccionadora de 
comportamientos humanos penalmente relevantes, que debe  concurrir 
otros elementos, también puede dar lugar a responsabilidad penal, en la 
cual esa función de delimitación del ámbito de lo prohibido que lleva a 
cabo la tipicidad supone a sensu contrario, la definición de esferas de 
libertad a efectos penales, para lo cual esta función no es compartida por 
los demás elementos del delito que en si se limitan, desde esta 
perspectiva, a excluir, dentro de lo típico, lo que no puede generar 
responsabilidad criminal, pero a raíz de todo ello la primera labor de 







Cabe considerar, por otra parte que se le considera a la tipicidad 
como  “…el juicio por el cual se infiere la adecuación de la conducta el tipo 
(…) es ingrediente esencial del delito porque este es el resultado de una 
valoración jurídica realizada por el juez sin la cual no se configura” (Romo, 
1989, p. 50). 
 
2.2.5.1.2. La antijuridicidad 
“A primera vista diríamos que los casos del art. 34 son "permisos" para 
realizar conductas típicas, pero de su lectura se desprende 
inmediatamente que no todos son "permisos". En efecto, podemos decir, 
a guisa de ejemplo, que la legítima defensa es un permiso para realizar 
una conducta típica, pero no podemos afirmar que los enfermos mentales 
tengan "permiso" para matar. Por lo tanto, debemos distinguir dos niveles 
entre los supuestos: los permisos y las prohibiciones no punibles por 
inculpables. Si el orden jurídico permite una conducta, esto significa que 
tal conducta no es contraria al mismo (antijurídica) sino conforme a él. Por 
ende, para que una conducta típica sea delito, requiere también ser 
antijurídica. Esta característica se comprueba objetivamente, en el sentido 
de que su afirmación se hace por la inexistencia de una disposición 
permisiva en el texto legal…” (Zaffaroni, 1981, p. 29). 
 
Así mismo se dice que la antijuricidad expresa, desde esta 
perspectiva, la contradicción entre la acción típica realizada y lo exigido 
por el Derecho, pero también se da por exigencia del principio de 





bienes jurídicos, no obstante se dice que una acción es antijurídica 
cuando una norma positiva, lesiona o pone en peligro un determinado bien 
jurídico que el Derecho quería proteger, a continuación también se dice 
que la función esencia o principal de la antijuridicidad se encuentra en la 
de confirmar o también desvirtuar a la luz de criterios de merecimiento y 
de necesidad de pena, ya que el juicio indiciario de desvalor que se 
contiene provisionalmente en la tipicidad (M. Rodriguez, 2005). 
 
  Dentro de este marco también Romo (1989) menciona que “…la 
antijuridicidad es estudiada como la violación al derecho y como un 
elemento del delito… es un elemento del delito y entiendese por ella a la 
conducta adecuada a un tipo penal, cuando no existe causa de 
justificación” (p. 51). 
 
2.2.5.1.3. Culpabilidad 
“Pese a la presencia de un injusto no podemos aún afirmar la presencia 
de un delito: es necesario que ese injusto le sea jurídicamente reprochable 
a su autor, o sea, que su autor sea culpable. Dicho de otra manera. Es 
necesario que la conducta le sea reprochable al autor. En determinados 
supuestos, debido a la situación o estado en que se encuentra el autor 
(inimputabilidad, estado de necesidad inculpante, casos especiales de 
inexigibilidad de otra conducta, error de prohibición) el orden jurídico no 
puede exigirle al autor la realización de otra conducta distinta y conforme 
a derecho (o menos lesiva) y, por ende, no puede reprocharle la conducta. 





ese caso, nos damos con un injusto no culpable…” (Zaffaroni, 1981, p. 
30). 
 
Por otra parte la culpabilidad permite fundamentar la eficacia 
eximente de los supuestos previstos en nuestro Derecho positivo desde 
las necesidades preventivas y en la medida en que frente a ellos no pueda 
ser eficaz la intimidación que se espera de una norma que amenaza con 
penas, por tanto no se castiga a quienes no poseen capacidad para poder 
motivarse por los mandatos normativos, porque la amenaza de la pena  
ante ellos es inútil, también se considera inútil, desde la perspectiva 
preventiva, frente a quienes desconocen el carácter antijurídico de su 
conducta (M. Rodriguez, 2005). 
 
En este sentido se comprende a la culpabilidad como aquel que 
“consiste en el desprecio del sujeto por el orden jurídico y por los 
mandatos y prohibiciones que tienden a constituir y conservarlo…” (Romo, 
1989, p. 54). 
 
2.2.5.1.4. Punibilidad 
En los esencial el autor menciona que la punibilidad adquiere o no el rango 
de elemento esencial del delito, en tal sentido nos menciona que la 
punibilidad consiste en el merecimiento de una pena que se encuentre en 
función de la realización de cierta conducta, considerado también como 
aquel comportamiento es punible cuando se hace acreedor por la 
persona, todo ello acarrea a la conminación legal de aplicación de esta 





propiedad, para significar la imposición concreta de la pena a quien ha 
sido declarado culpable de la comisión de un determinado delito (Romo, 
1989). 
 
2.2.5.2. Clasificación de los delitos 
Por lo que se refiere al delito se muestran como un acto en la cual las 
leyes penales tienen la obligación de sancionar con un castigo 
determinado, por ende según el Derecho penal I (2010) donde nos 







































































































































































































































Esta clasificación mencionada por el autor se muestra como un 
acto que se da a diario, en la cual lo podemos observar mediante las 
noticias en la cual lo detallan los medios de comunicación, estos delitos 
están siendo cada vez más un fuerte problema para el bienestar de la 
sociedad, por el mismo hecho de que se muestran denuncias, sentencias 
que son aplicadas mediante un juez. Por el mismo hecho de que la 
sanción solo puede ser dictada mediante un juez porque es la función 
principal que se les da a las personas que cometen estos delitos. 
 
2.2.5.3. Tipos de delitos 
Los tipos de delitos se dividen en dos partes generales, uno es el delito 
común, y por consiguiente está el delito especial, a continuación se 
desarrollan los dos tipos de delitos. 
 
2.2.5.3.1. Delitos comunes 
Un delito común es entendido como aquel que puede ser realizado por 





jurídica al presunto sujeto agente (Márquez y González, 2008). El delito 
común en si se expresa a partir del comportamiento de la persona, en si 
se toma mucho en cuenta la actitud. Así mismo también se dice que el 
“delito Común, como aquel que puede ser realizado por cualquier 
persona: no se le exige ninguna condición natural o jurídica al presunto 
sujeto agente” (Márquez y González, 2008, p. 33). 
 
2.2.5.3.2. Delitos especiales 
2.2.5.3.2.1. Origen de los delitos especiales 
Los delitos especiales su concepción propia tiene su origen hasta la 
actualidad en la ciencia del derecho penal, así pues la principal 
consecuencia del carácter doctrinal del concepto de delito especial se 
puede ver en la ausencia de una terminología unitaria que comprenda con 
coherencia las principales características configuradoras del concepto de 
delito especial, dentro de la naturaleza doctrinal del concepto de delito 
especial aún no ha sido razonablemente discutida por la doctrina penal de 
tipo dominante, considerado como un sector minoritario de la doctrina 
alemana de la primera mitad del siglo XX en la cual, creyó posible aludir 
a la existencia de indicios de antiguas referencias legales, pero aunque 
expresadas a menudo, sin embargo, de un modo más o menos indirecto, 
así como bajo denominaciones de nuevo no siempre coincidentes al 
concepto de delito especial (Gomez, 2003). En todo caso el autor Gómez 
(2006) afirma que el delito especial es “representada por una voluntad de 
destacar en mayor medida la relevancia de la infracción de deberes 





2.2.5.3.2.2. Noción de los delitos especiales 
Se denomina a los delitos especiales como que no todas las personas 
pueden ser autor de un hecho ocurrido, así mismo en los delitos 
especiales las personas que cometen algún delito se les considera como 
a las personas que reúnen ciertas características como pueden ser las 
personas que tienen un deber. También Cos (2012) define como un 
“conjunto de Normas Jurídicas relativas a los delitos, penas y medidas de 
seguridad, tipificas en leyes o tratados internacionales de naturaleza 
distinta a la Penal” (p. 3). Por otra parte según los Abogados Penalistas 
(2016) nos dice que los delitos especiales son aquellos delitos en el 
momento en el que intervienen personas con una determinada 
cualificación, como podemos señalar a la figura de la 
“autoridad o funcionario” en la comisión del delito y de prevaricación; la 
prevaricación no puede ser cometida por un señor que tenga un cargo de 
jefe de mantenimiento de un hotel,  luego el delito de prevaricación es 
un delito especial, así mismo se le considera a las personas que reúnen 
unas condiciones o cualidades consideradas especiales, la doctrina penal 
les denomina intraneus;  quedando excluidos de este tipo de delitos el 
resto de sujetos extraneus , por consiguiente los delitos especiales en si 
corresponden con la existencia de especia les  deber es  jur íd icos , y por 
eso a veces se les ha denominado delitos de “infracción de deber”. 
 
De esta manera también el “delito especial, aquel que tan solo 
puede ser realizado por algunas personas en particular, donde se exige 





(Márquez y González, 2008, p. 29). En todo caso afirman que los delitos 
especiales son aquellas disposiciones no carácter normativas penales en 
la cual no forman parte del código penal y que tipifican un delito (Acosta y 
Lopez, 1989). 
 
Los delitos especiales consisten en la existencia de un sujeto 
calificado o intraneus, ello nos obliga a caracterizar a aquellos que 
reúnen esta condición. En primer lugar nos encontramos con 
sujetos sobre los que recaen especiales deberes de índole 
extrapenal, esencialmente deberes profesionales, como los 
mencionados funcionarios o militares (…) Los delitos especiales 
propios se distinguen porque la calidad especial exigida al sujeto 
por el precepto penal es determinante o esencial para la existencia 
del delito. Estos delitos no poseen correspondencia alguna con un 
delito común, esto es, con un comportamiento idéntico realizado a 
título de autor por una persona que no cuenta con la calidad 
especial requerida (Ferre, s.f., p. 1015). 
 
2.2.5.3.2.3. Clases de los delitos especiales 
Los delitos especiales se clasifican en dos principales puntos que son las 
de delitos especiales impropios y los delitos especiales propios. 
 
A. Delitos especiales impropios 
En este sentido se comprende a los delitos especiales como el autor lo 
menciona que se alude al hecho de causar un daño a quien por cualquier 





un bien jurídico, el cual no es propiedad de quien ejerce la legítima 
defensa, pero que está a la vez tiene la obligación de defender 
(Plascencia, 2000). Por su parte Gimbernat (1996) sostiene que “el delito 
especial impropio es aquel en el que aunque también se parte de un 
círculo reducido de posibles sujetos activos, sin embargo, tiene su 
correspondencia con un delito común” (p. 252). Si bien es cierto Avelar 
(2012) afirma que “son aquellos "que tienen correspondencia con un delito 
común", pero su realización por sujetos especialmente cualificados hace 
que éste se convierta en un tipo autónomo distinto” (p. 148). En tal sentido 
también se dice que existe un delito común subyacente en la que puede 
ser cometido por cualquier persona, pero si este delito es cometido por 
algunos de los sujetos capaces se produce una modificación del título de 
imputación por la cual se deriva hacia el delito especial impropio (Avelar, 
2012). En si se considera como la calidad de que el sujeto denominado 
activo comete una acción que daña a las personas que se encuentran 
entorno. En lo esencial el autor Avelar (2012) menciona que: 
 
Delito de Parricidio u Homicidio Agravado (Art. 129 Numeral 1 
del Código Penal) es un delito impropio pues tiene 
correspondencia con un delito común (Homicidio Simple, Art. 
128 C. Pn.), se trata de un delito especialmente calificado, es 
decir porque se origina de un delito común, y el parentesco entre 
víctima y autor lo vuelve especial (p. 149). 













B. Delitos especiales propios 
Este tipo delitos es considerado como único, por la cual no depende de 
un delito común, así mismo nos indica que se refiere a aquellos que no 
tienen correspondencia con un delito común, todo ello porque la calidad 
especial del sujeto es determinante para la existencia del delito, de modo 
que faltando la misma el hecho sería atípico, en otras palabras, en el delito 
especial propio el hecho tiene que ser cometido por un sujeto que reúna 
las características específicas, de no ser así el hecho es inexistente desde 
el punto de vista jurídico penal (Avelar, 2012). En lo esencial según trata 
de: 
La cualidad del autor fundamenta el injusto penal; por lo tanto, 
no existe un tipo penal común similar que pueda aplicarse al 
sujeto en el caso de que éste no reuniera la cualidad exigida en 
el tipo especial. Por ejemplo, son delitos especiales propios el 
"abuso de autoridad" (art. 376), la "malversación de fondos" (art. 
389), el "cohecho pasivo" (art. 393), el "enriquecimiento ilícito" 






Así mismo en el delito especial se refieren que los participantes son 
en lo particular los funcionarios públicos. “En el caso de los delitos 
especiales propios, aplicando consecuentemente esta teoría, siempre 
habría impunidad en el extraneus, pues no existe ningún delito común 
subyacente aplicable a éste” (Abanto, 2004, p. 5). En todo caso también 
menciona con respecto al tema que se produce un delito especial porque 
la calidad del sujeto activo lo en si justifica es la existencia de un reproche 
que sea jurídico penal, por tanto se considera el fundamento de la 
penalidad (Reyes, 2009). En este tipo de delito precisamente el sujeto 
denominado activo tiene que ser un juez o también un fiscal. También vale 
destacar que el delito especial propia se expresa en que la cualidad 
personal no se modifica la pena de un delito común por la cual se 
denomina como que no existe, sino que es tal cualidad la que fundamenta 
la pena (Gimbernat, 1996). Retomando la expresión de que un delito 
especial propia tiene relación con el delito común porque como lo 
menciona que la calidad especial del sujeto es preciso en si para la 
existencia del delito, por ende, se dice que faltando la misma el hecho se 
denomina atípico, vale destacar que en el delito especial propio el hecho 
tiene que ser cometido por un sujeto tiene que ser el que reúna las 
características específicas, de no ser así, el hecho es atípico. 
 
Así como en el delito especial impropia se mostró sus características, 
también en este delito especial de tipo propia, en tal sentido Avelar (2012) 


























En nuestra opinión los delitos especiales se diferencian de acuerdo 
a las penas o a las conductas de las personas y que también los delitos 
en el término jurídico son para evitar las consecuencias, por ende, los 
delitos especiales se muestran más en los funcionarios públicos, por 
consiguiente conllevan a la corrupción. 
 
2.2.6. Historia de la corrupción en el Perú  
 
La corrupción en el Perú tiene una larga data histórica, en la cual su origen 
trasciende de los albores del régimen colonial, en el siglo XVI y sus formas 
estuvieron bien documentadas, incluyeron las ganancias irregulares, 
indebidas e ilegales que fueron conseguidas por los más altos 
representantes de la corona española al momento de distribuir los cargos 
oficiales de la administración virreinal, de hecho con los cargos 
comprados que adquirían, los administradores coloniales cometían 





para esos entonces se dedicaban a la minería, de paso sobornando a 
supervisores encargados de velar por el cumplimiento de los protocolos 
que reglamentaban la explotación de las minas, en este sentido también 
se tuvo otra forma de corrupción la denominada común en esa época fue 
el contrabando de bienes extranjeros que privaron al erario público de 
mayores ingresos, así pues los beneficiados eran comerciantes privados 
que paulatinamente se incrementaban su poder financiero y también su 
acceso a los órganos del estado, en definitiva se configuró de este modo 
un nexo público-privado que privilegió el favoritismo político y a la vez lo 
económico, consecuentemente excluyente del bien común, en la que fue 
capaz de hacer valer sus intereses por encima del sistema legal, de este 
modo de gobernar y hacer negocios continuó con la corrupción durante 
los gobiernos republicanos a lo largo de los siglos XIX y XX (Quiroz, 2013). 
 
 Así mismo Daly y Navas (2015) sostiene que “resulta de interés 
entonces contrastar niveles de corrupción en períodos históricos donde 
tal intervención se hizo presente con otros donde los mercados privados 
operaron libremente” (p. 6). En el esencial el autor Zegarra (1999) 
menciona que en la literatura económica que trata sobre la corrupción 
hace hincapié en la excesiva intervención estatal en la economía, en la 
cual particularmente se ve en los mercados privados, para explicar las 
causas que la originan.  
 
Mientras tanto Meyer (2000) afirma que el efecto último y más 
pernicioso de la corrupción en el campo de lo político es considerado 





otra forma de acción o transacción ilegal e impropia, también es el 
deterioro de la moral pública, también se considera que los casos de 
corrupción se han dado en todos los países en todas las épocas, pero la 
extensión e intensidad varía de país a país y de época en época, ya que 
todos los sistemas totalitarios y dictatoriales del siglo XX han sido 
acusados de corrupción, también se muestra que en ocasiones en esos 
sistemas la corrupción a niveles intermedios y bajos fue combatida con 
medidas duras hasta incluso extremas, porque creaba al grupo dirigente 
problemas de imagen y, sobre todo, de control, pero el resultado nunca 
ha sido permanente. 
 
2.2.6.1. Período 1985 – 1990: Intervención Estatal a Ultranza 
Durante este periodo se remota con mucha intensidad el delito de la 
corrupción ya que transciende por muchos lugares la desconfianza por 
parte de los ciudadanos hacia el gobernante político, en todo caso el autor 
señala que durante la presidencia de Alan García Pérez en este período 
se  aplicó, expandió y se profundizó las típicas herramientas de política 
económica aplicadas en quinquenios previos que, para lo cual en términos 
generales se caracterizaron al desarrollismo dirigido de América Latina, 
desde la Gran Depresión que se tuvo desde 1930 hasta la crisis 
económica de la década de 1980 que fue marcada por la deuda externa 
contraída con la banca comercial norteamericana (Daly y Navas, 2015). 
Para esos entonces las políticas tuvieron altas tasas de intereses como 















En la medida que hubo sucediendo estos actos las oportunidades 
de corrupción fueron creciendo a un nivel muy alto, en la cual también se 
vio la participación clara de los mercados privados, por ello Daly  Navas 
(2015) plantea que durante ese contexto en el que se vivió, el sector 
privado se enfrentó a los funcionarios públicos que tienen la facultad para 
determinar los precios y para luego distribuir insumos que son claves para 
las operaciones de las empresas, como lo son el crédito y las divisas, 
también se vio la discrecionalidad y arbitrariedad en el ejercicio de tal 
facultad que es común, y la resolución de la pugna entre una demanda 
pujante que se dio en el sector privado y una oferta restringida por parte 
del sector público la solventa del pago ilegal que se denominó como 
“debajo de la mesa”, en otras palabras, durante este contexto se 
enriquecieron indebidamente los funcionarios que decidían la distribución 






Con todo ello se dice que la corrupción lo condujeron los 
gobernantes en la cual se puede decir también beneficio al sector privado 
en la que para esos entonces era el que menos lo necesitaba, en medida 
a todo ello se vio el incremento de los niveles de corrupción, en lo esencial 
los afectados fueron las victimas que no tenían accesos a los precios 
elevados que se tenía para esos entonces. En términos de economía 
política el modelo fracasa, principalmente porque los nexos públicos e 
igualmente los privados tuvieron como pilares a actores clamorosamente 
débiles para emprender la tarea del desarrollo económico, en la que un 
sector privado muy poco competitivo por su proclividad a depender de 
rentas monopólicas, y por un lado el sector público desprovisto de cuadros 
técnicos capaces, más bien copado por funcionarios interesados en el 
usufructo privado, en todo caso esto fue lo que generó los altos niveles de 
corrupción y un incremento sustantivo de los costos de transacción que 
desalentó la inversión privada (Daly y Navas, 2015). En este sentido 
Quiroz (2013) menciona que el costo de la corrupción durante este 
gobierno, fue calculado como un porcentaje del gasto público que se tuvo 
fue del 37%, y en términos del producto bruto interno, alcanzó 4%, el 
segundo más alto fue del siglo XX, hasta el gobierno que lo sucedió. 
 
2.2.6.2. Período 1990 – 2000: Liberalización económica a ultranza 
Durante este periodo también se vivió con mucha intensidad los delitos de 
corrupción por parte de los funcionarios públicos y también los privados, 
ya que fue un gobierno basado en terrorismos donde hubo muchas 





en el cual se vio que la inflación anual fue de 7, 6020%, por lo que para 
esos entonces se configuraba con frecuencia el terrorismo, en lo 
especifico durante esos años no tuvieron acceso a los mercados 
internacionales porque se tenía un adeuda que se arrasaba desde más 
antes. 
 
Retomando la expresión de la corrupción durante este contexto se 
toma mucho como prioridad del nuevo gobierno en el que fue buscar la 
reinserción del país en los mercados internacionales con el apoyo del 
Fondo Monetario Internacional, mientras tanto el gobierno emprendió una 
drástica contracción fiscal, la devolución de la autonomía a la política 
monetaria, y la posible liberalización de los precios en los mercados 
privados que al principio agudizó la inflación y también los índices 
negativos de la producción y el empleo, pero que en menos de un año ya 
mostraba signos de estabilización económica (Daly y Navas, 2015).  
 
Dentro de este orden de ideas a medida que fue pasando todos los 
casos de corrupción, por su parte Daly y Navas (2015) señala que las 
reformas emprendidas para ese entonces, en el sector financiero, en el 
régimen comercial y en el régimen de inversión extranjera hicieron posible 
un clima de negocios competitivo que se potenció a significativamente con 
la entrada al mercado nacional de todas las empresas provenientes del 
exterior, pero durante su gestión se liquidaron los bancos estatales y se 
inició un nuevo proceso de privatización de las empresas públicas y así 
con el apoyo de la banca multilateral de desarrollo, se procedió a poder 





importantes de la administración estatal, tales como la Superintendencia 
de Banca y Seguros, la Superintendencia de Aduanas, y la 
Superintendencia Nacional de Administración Tributaria. Ahora bien el 
autor Quiroz (2013) desarrolla que el gobierno de Fujimori tejió redes de 
corrupción en la que atraparon prácticamente a todos los estamentos de 
la sociedad peruana también a los miembros del congreso y de los 
órganos electorales, del poder judicial, de las fuerzas armadas, del sector 
empresarial privado, de la policía nacional, de organizaciones no 
gubernamentales, de los medios de comunicación, del deporte nacional, 
es decir que los mecanismos fueron. 
 
En la opinión de Quiroz (2013) afirma que el nivel de corrupción 
durante este período de liberalización económica fue muy alto, por la cual 
superó ampliamente al registrado durante el quinquenio previo del modelo 
fuertemente intervenido, en cuanto a su costo, medido en porcentaje del 




La corrupción se puede observar con mayor frecuencia en los 
gobernantes también en los funcionarios públicos, surge por un vicio que 
muestran, en tal sentido la corrupción viendo desde los tiempos anteriores 
siempre ha existido y también existirá siempre, pero tal cosa no nos exime 
de desarrollar y preparar todo un conjunto de dispositivos institucionales 
para tratar de atajarla o en todo caso de minimizar su alcance, así mismo 





enfocar cualquier problema relativo a ella y para procurar evitar retóricas 
vacías e infecundas (Laporta y Álvarez, 1997). Dentro de esta perspectiva 
el acto de la corrupción surge cuando una persona que tenga un cargo 
importante es inducida hacia una recompensa de tipo monetaria a cambio 
de realizar acción que le sea favorable a otra persona. Cabe considerar 
por otra parte, que el autor Bautista (2005) sostiene que desde la historia 
antigua: 
…la corrupción es inherente al ser humano, no tiene fronteras y no 
distingue épocas, aunque no actúa con igual comodidad y libertad 
en todos los sistemas políticos. No obstante, también es posible 
afirmar que en la historia de la humanidad, desde las antiguas 
civilizaciones tanto en Occidente como en Oriente, se encuentran 
repetidas expresiones de aversión y censura respecto de la 
corrupción y la falta de honradez (p. 48). 
 
En el caso de también menciona que a la corrupción lo considera 
como un fenómeno que se muestra mediante una conducta o 
comportamiento social de las personas, en la cual ha penetrado casi todas 
las esferas de las actuales sociedades sin el hecho de desconocer que ha 
estado presente en todos los tiempos, también a raíz de todo esto surge 
las repercusiones contemporáneas que se da en el campo estatal, por 
ende se han convertido en una grave amenaza a la institucionalidad y 
estructura social (Vera, 2015). Y por su parte Johnston (2005) lo 
conceptúa a la corrupción como “cualquier violación del interés público 





perspectiva de Mavila (2012) también sostiene que La corrupción ha sido 
considerada tradicionalmente como delitos contra la administración 
pública…” (p. 9). También la corrupción resulta claro ser parte del 
paradigma de la desigualdad que se da a cambio de un soborno, en el 
cual el individuo obtiene un trato por así decirlo privilegiado por parte del 
Estado, quebrándose con ello las reglas de elemental reciprocidad, del 
pacto social (Mavila, 2012a).  
 
Sin duda a todo ello la corrupción genera hasta la actualidad una 
gran desconfianza por parte de las instituciones estatales, porque son 
esas instituciones las que cometen mayor acto de corrupción, por esto la 
corrupción se relaciona con el delito del funcionario público que se 
encarga de traficar con su autoridad y sus determinadas funciones 
(Prince, 1989). Dentro de este orden de ideas se menciona que la 
corrupción en si está asociada a los pagos ilegales , como el rentismo, o 
también se encuentra el soborno, la extorción, la malversación, el 
nepotismo, entro otros factos que se puede adquirir la corrupción  
(Klitgaard, 1998; Ackerman, Barco, Alins y Colodron, 2001). 
 
Es por ello que la corrupción es considerada como no ilegales por 
el principal hecho de que  se basan en las siguientes conductas, carentes 

























En la manifestación del Banco Mundial (1997) nos dice que en 
principal se refiere a la corrupción como aquel abuso que es realizada por 
parte de un funcionario público en beneficio privado en el entendido que 
ese beneficio pueda darse ya sea que el funcionario acepte el soborno o 
también extorsione al perjudicado. En todo caso a modo de opinión el 
autor Rios (2016) sostiene que la corrupción es un tema que se encuentra 
hoy en día en los todos los discursos políticos, en la prensa y en las 
conversaciones cotidianas de la gente adulta, como todos sabemos que 
la corrupción es un mal que no deja el buen desarrollo del país y que el 
dinero del estado, por lo tanto muchas veces se mal utiliza para intereses 
propios, en vez de los fines reales. En esta perspectiva de Zuleta (2015) 
menciona que: 
La corrupción es considerada tanto un fenómeno social como un 
resultado económico; un fenómeno social, por cuanto la misma 
solamente es manifiesta en la interacción del ser humano con sus 





por la expectativa de beneficios de dos o más particulares de los 
cuales al menos uno es un funcionario público (p. 6). 
 
En este sentido decimos que la corrupción tiene su propio origen 
desde la misma naturaleza humana. 
 
2.2.7.1. La corrupción en el sector publico 
 
Los actos de corrupción se pueden observan en todos los lugares, los 
países, en cada paso en la que nos encontremos, también aparece en los 
medios de comunicación. Según Vera (2015) nos dice que “…en los casos 
de corrupción pública, al haberse violado el funcionamiento de 
instituciones del Estado, las consecuencias repercuten en toda la 
ciudadanía, ya se ha mermado las bases del sistema estatal, afecta y 














Por su parte según el Consejo Internacional de Políticas de Derechos 

















En relación con el tema, el actor público es uno de los principales actores 
por la cual cometen este delito sin importar los demás, así mismo Laporta 
y Álvarez (1997) menciona que  
La corrupción ha existido y existirá siempre, pero tal cosa no nos 
exime de desarrollar y preparar todo un conjunto de dispositivos 
institucionales para tratar de atajarla o de minimizar su alcance. 
Este es uno de los puntos de partida necesarios para enfocar 
cualquier problema relativo a ella y para procurar evitar retóricas 
vacías e infecundas (p. 19). 
 
Mientras tanto Doig y Riley (2002) menciona de que en muchos países, 
se presenta una fuente clave de corrupción, en este sentido se considera 
a los de clase política y el liderazgo político que se sirve a sí mismo y un 
marco estatal amplio, ineficiente y políticamente influenciado y mal 
dirigido, dentro del cual los intereses privados individuales y de grupo 
tienen prioridad sobre el bien colectivo, también es importante resaltar que 
los empleados públicos tienen un poder discrecional considerable para 
acumular riqueza privada a través de la explotación de sus posiciones 
monopolísticas, mal e irregularmente pagadas, pero a menudo en 
connivencia con los políticos y hombres de negocios denominados 





lugar frecuentemente en las sociedades donde todos los empleados 
públicos tienen un considerable poder discrecional, en que se encargan 
de rendir cuentas de forma limitada y hay poca transparencia en las 
operaciones del gobierno; en tales sociedades, las instituciones de la 
sociedad civil y el sector privado independientemente a menudo son 
débiles o están poco desarrolladas. 
 
Así se ha verificado que la corrupción pública presenta dos actores 
principales, por las cual el autor Bautista (2005) menciona que “los 
políticos y los funcionarios públicos. Con base en estos protagonistas es 
posible identificar dos ámbitos de corrupción: la política y la administrativa, 
aunque es difícil separarlos pues no existe una línea divisoria sino una 
mezcla de complicidades” (p. 54). 
 
2.2.7.1.1. La corrupción política 
La corrupción política en si se manifiesta cuando los políticos, por el 
mismo deseo de codicia, se aseguran una fortuna privada y se desvían 
fondos de las arcas públicas, extorsionan a individuos y empresas para 
poder obtener recursos, aceptan sobornos para realizar operaciones 
ilícitas o agilizar las lícitas, también se encargan de comprar votos en las 
elecciones o bien reciben contribuciones legales o también las ilegales 
para su partido o campañas políticas que califican de anónimos para 
ocultar su procedencia, las más de las veces reprochable aunque 
sabiendo que procede de grupos acaudalados con intereses especiales a 
cambio de favores (Bautista, 2005). En efecto el autor Laporta y Álvarez 


















En este sentido en la opinión de donde señala que la persecución 
de estas prácticas ha sido tímida, porque toda vez que los protagonistas 
de esta modalidad son en quien la soberanía popular ha depositado su 
confianza para que administren el Estado y así quedando amparados en 
fueros especiales que le son odiosos a la comunidad, en si la corrupción 
de cuello blanco despunta a personajes de gran cultura y es renombrada 
como la distinción, influyentes en las instituciones estatales, por la cual se 
encargan de garantizar su impedimento para procesarlos por sus dolosas 
actuaciones (Arcila, 2000).  
 
2.2.7.1.2. La corrupción administrativa 
Con respecto a la corrupción administrativa, están involucrados más los 
que laboran en la parte administrativa, en este sentido el autor Villoria 













La corrupción administrativa como lo manifestó el autor anterior se 
da en los empleados públicos, en la que tienen un cargo político, por ende 
Bautista (2005) afirma que la corrupción administrativa se da “en las 
instancias de la Administración Pública y en los servicios públicos. Ésta 
se caracteriza por el abuso de los deberes del funcionario público para 
obtener beneficios propios (…) son las áreas de compras, adquisiciones, 
aduanas, permisos, entre otros” (p. 57). Mientras tanto Huntington (1968) 
menciona que la corrupción es una desviación que se da por parte de los 
funcionarios públicos, que se apartan de las normas establecidas para 
ponerse al servicio de todos los intereses privados. Estos actos de 
corrupción los funcionarios publica presentan un interés mayor sobre lo 
lucrativo, por eso es que la corrupción ocupa como un lugar principal en 
nuestra sociedad, haciendo perder la confianza frente a la seguridad de la 
ciudadanía, se pierde confianza en los gobernantes y en el estado. 
 
2.2.7.2. La corrupción en el sector privado 
La corrupción en el sector priva también es parte de un problema serio en 
la sociedad, dentro de este marco Celam-Ciedla (1977) menciona que la 
corrupción principalmente consiste en la obtención de beneficios que se 
da mediante la utilización de la influencia otorgada ya sea por cargos 
públicos o por la fortuna privada que genera un enriquecimiento ilícito. En 





los derechos y todas las normas que otorga el estado. Dicho de este modo 




















La corrupción privada en si violenta las normas y valores del 
sistema, especialmente en las reglas del juego económico, todo esto para 
obtener ventajas frente a otros actores con los cuales compiten en el 
mercado, y también se involucra los intereses de grupos económicos o de 
presión, por la cual establecen relaciones de intercambio corrupto con los 
agentes públicos y las élites políticas; aunque puede desarrollarse 
también estrictamente entre agentes privados (Zuluaganieto, 1996). Así 
mismo según el informe Transparencia Internacional (1997) muestra que 
la corrupción entre los sectores público y también en lo privado las 
empresas belgas, francesas, Italianas, holandesas y coreanas son 
consideradas como las más susceptibles de ganar contratos sobornando 
a funcionarios de diferentes países, en la cual los funcionarios públicos de 





Venezuela y Vietnam estarían entre los más sensibles a aceptar estos 
sobornos de las empresa privadas, a raíz de esto menciona también que 
no hay corrupción sin iniciativa privada. Por su parte Klitgaard (1998) 
menciona que el sector privado está totalmente involucrado en la mayoría 
de las situaciones de corrupción de modo gubernamental y las variedades 
con que se presenta tienen repercusiones dañinas diferentes, así mismo 
esta situación es permitida por los gobiernos y sobretodo porque estos 
aportan recursos para el financiamiento de las campañas electorales. 
Resulta claro saber el en el sector privado los que tienen grandes poderes 
de gobernabilidad como las empresas son las que dominan a los 
funcionarios para las campañas electorales. 
 
2.2.8. Las características de la corrupción 
La corrupción se basa en un acto ilegal, que producen las personas o las 
instituciones públicas, a raíz de todo ellos se está haciendo cada vez 
desprotegida la sociedad o la ciudadanía, por tanto en la actualidad 
existen diversos factores en la cual permiten muchos casos en que 
suceden la corrupción, en resultado a todo esto se deja a los que 
denominamos corruptos en la impunidad. De esta manera el autor 






























En nuestra opinión los delitos de corrupción intervienen en todos 
los ámbitos sociales, porque también estos actos de corrupción son 
mayormente utilizados por la clase política, por el hecho de que los 
políticos de gobierno como también por la burocracia militar y civil, por los 
funcionarios administrativos, por las municipalidades, etc., en si por todas 
las instituciones ya sea públicas y también no se salvan de esto las 
instituciones privadas. 
 
2.2.9. Los principales factores de la corrupción 
La corrupción también pasa por los diferentes factores, en las cuales son 
consideradas como las causas principales por las que motivan al ser 
humano a cometer estos actos que dañan a la sociedad y se clasifican en 







2.2.9.1. Causas Internas o de estados afectivos de la corrupción 
Estas causas internas por las se produce la corrupción es principalmente 
porque se derivan de los deseos de las personas a querer cometer estos 
actos la cual produce una ignorancia, el autor Bautista (2005) menciona 
que en si “se refiere a que los hombres que detentan un cargo sean 
ingenuos o faltos de instrucción respecto a las decisiones que toman, sino 
que se entiende como la falta de comprensión para llegar a la virtud o 
excelencia” (p. 60). Retomando la expresión de Bautista (2005) donde no 
dice que antiguamente los griegos decían que la ignorancia humana 
impide a que las personas puedan o tengan el grado de alcanzar la 
madurez necesaria, en la cual les permita discernir sobre cada uno d4e 
los actos que cometan y también les haga comprender sobre cuales llevar 
a cabo y también cuáles no.  
 
En este sentido Camps (1996) nos dice que el anhelo de poder y 
también su conservación son algunas causas que impiden auxiliar a 
aquellas personas que más lo necesitan, esto es que los ciudadanos, en 
virtud de que están primero aquellos y que son ellos los apoyaron en unas 
elecciones o de cualquier otra forma para llegar al poder, dicho de otro 
modo, el individuo con sus principios éticos que muestra en muchos casos 
llegan a cometer estos actos mostrando así una conducta integra y 
también de honradez, con el fin de obtener ingresos mejores o también 







2.2.9.2. Las causas externas o socioculturales de la corrupción 
Frente a este acto la codicia, la avaricia y el anhelo de poder, la ausencia 
de un espíritu ético así como el vació existencial, todo ello ha impulsado 
al ser humano a lo largo de la historia a que realice una serie de actos con 
el fin de satisfacer su apetito, es el caso de que en algunos de esos actos 
se han institucionalizado dando así vida a los distintos aspectos o 
características de la sociedad contemporánea que impulsan a una posible 
y mayor corrupción (Bautista, 2005). En todo caso Calvo (2003) sostiene 
que “la corrupción, descomposición o perversión de la política ha hecho 
que ésta durante su operación se convierta en un show o espectáculo 
cayendo incluso en situaciones grotescas en la que los protagonistas 
(políticos) actúan como verdaderos bufones” (p. 7). 
 
En este pensar se muestra que para los funcionalistas el significado 
de la corrupción es un recurso considerado primario, en la cual en muchos 
casos los utilizan para acelerar algunos procesos o para pasar un atajo, 
en efecto el autor Della Porta (2001) desarrolla que los funcionalistas han 
asegurado que la corrupción tenía sus propias raíces que empieza en el 
sistema, intentando explicar históricamente la aparición periódica de 
formas de mala administración, con la utilización privada o apropiación de 
recursos públicos, en este sentido se comprende que la corrupción es una 
disfunción funcional, por la cual se reemplazan todas las normas viejas y 
obsoletas por otras nuevas en la cual se adaptan a los cambios que se 
producen en otros subsistemas esto se ve una vez cumplidas sus 





llegó a pensar que la corrupción tenía un efecto positivo en algunas fases 
del ciclo económico en la que permitió superar todos los obstáculos 
burocráticos, estimulando las posibles inversiones y fomentando la 
creación de empresas. Por esto Laporta y Álvarez (1997) señala que los 
funcionalistas han llegado a asegurar que la corrupción es considerada 
como una palanca del desarrollo económico y también consideran como 
un instrumento para que puedan construir ligamientos políticos entre los 
ciudadanos. 
 
2.2.10. Los funcionarios públicos 
La corrupción como se mencionó anteriormente se da en los sectores 
públicos y también en los sectores privados, por tanto se hace una 
referencia sobre el funcionario público, en el cual el autor Mavila (2012) 
menciona que “la categoría del funcionario público tiene en el ámbito 
jurídico como referencia a las personas que gozan de una posición de 
garante para el correcto funcionamiento de la Administración Pública, 
entendida esta como servicio a los particulares” (p. 38). Así mismo en el 
Codigo Penal  señala en su artículo 425 que los funcionarios públicos o 
los servidores públicos como: 
a. Los que están laborando y están comprendidos en la carrera 
administrativa. 
b. Los que presentan cargos políticos que sean de confianza incluso si 
emanan de elección popular. 
c. También se considera como todo aquel que independientemente del 





o laboral de cualquier naturaleza con entidades u organismos del 
Estado y que en virtud de ello ejerce funciones en dichas entidades u 
organismos. 
d. Se encuentran los administradores o los denominados depositarios de 
caudales embargados o depositados por la autoridad competente, 
aunque pertenezcan a particulares. 
e. Están los miembros de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional; 
f. Por ultimo están los demás indicados por la Constitución y la Ley. 
 
2.2.11. Corrupción de funcionarios 
El delito de corrupción de funcionarios, es denominado en la doctrina 
como un “cohecho”, también se muestra en los ambientes jurídico y social 
con expresiones como corrupción y soborno, todo esto se utilizan para 
referirse al quiebre de la imparcialidad del funcionario público, en la cual 
tradicionalmente es entendida como pactar la venta de un acto de 
autoridad que debía ser cumplido gratuitamente (Perez, 1990). En este 
sentido cuando hablamos de corrupción en los funcionarios se está 
hablando de querer proteger la integridad de un funcionario también su 
lealtad con respecto al Estado, por todo ello también se menciona que la 
corrupción tiene mayor incidencia en las sociedades no democratizadas 
donde la fuerza de los valores y deberes se caracteriza en si por su déficit 
o también en aquellas donde constituye un valor de intercambio para el 
cálculo de intereses (Vargas, 1991). Este tipo de delitos es conspirado en 
sujetos que requieren una comisión extra, estamos hablando de los 





sociedad. Por todo ello también la corrupción es un problema grave que 
afecta como un punto principal a la legitimidad de las democracias, por lo 
general distorsiona el buen funcionamiento de un sistema. 
 
2.3. MARCO CONCEPTUAL. 
a) Corrupción  
La corrupción plantea graves problemas y amenazas para la estabilidad y 
seguridad de las sociedades al socavar las instituciones y los valores de 
la democracia, la ética y la justicia; y al comprometer el desarrollo 
sostenible y el imperio de la Ley. Ha dejado de ser un problema local para 
convertirse en un fenómeno trasnacional que afecta a todas las 
sociedades y economías. Se requiere de un enfoque amplio y 
multidisciplinario para prevenir y combatirla eficazmente. Su prevención y 
erradicación son responsabilidad de todos los Estados y estos deben 
cooperar entre sí, con el apoyo y la participación de personas y grupos de 
la sociedad civil, las organizaciones no gubernamentales y las 
organizaciones de base comunitaria, para que sus esfuerzos en este 
ámbito sean eficaces (Machado, 2006, p. 4). 
b) Delito peculado como delito especial 
En este sentido, el delito de peculado resulta ser un delito especial o de 
infracción de deber, pues el sujeto activo es el funcionario o servidor 
público que realiza cualquiera de las dos modalidades típicas que regula 
la ley Como se sabe, la consideración de un tipo penal como delito 





clasificación como delito de infracción del deber despliega sus efectos a 
nivel de las estructuras materiales de imputación (Rodriguez, 2012, p. 10). 
c) Funcionario publico 
El Funcionario Público es la persona física de algún modo llamada a 
querer y a obrar en interés del Estado o de una administración pública. 
Todo otro requisito es extraño a la noción de funcionario público. 
Funcionario público es quien actúa por delegación del Estado en las 
relaciones externas de la administración con los administrados (Barboza 
y Verona, 2014, p. 8). 
d) Dilatación del proceso penal 
La prohibición de dilaciones injustificadas es parte esencial de los 
derechos fundamentales al acceso a la justicia y al debido proceso. Todas 
aquellas personas que hacen parte de un proceso judicial tienen el 
derecho fundamental de exigir que no se presenten dilaciones 
injustificadas por parte de los funcionarios judiciales. El incumplimiento de 
un término judicial no constituye, per se, una dilación indebida, para que 
ésta se presente se debe constatar, además, la falta de diligencia o el 
incumplimiento de los deberes por parte del funcionario judicial. Al ser un 
derecho fundamental, el derecho a un proceso sin dilaciones injustificadas 








2.4.1. Hipótesis de trabajo 
La vulneración del derecho a ser juzgado en un plazo razonable para el 
imputado es determinada por la dilatación de la investigación en el 
desarrollo del proceso penal en delitos de corrupción de funcionarios 
públicos según las carencias del Ministerio Público. 
 
2.5. ANÁLISIS DE VARIABLES E INDICADORES  
 Variable independiente 
Dilatación de la investigación en el desarrollo del proceso en delitos de 
corrupción 















METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACION 
 
3.1. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN  
En la investigación realizado se plantea en método Hipotético -deductivo 
con un enfoque cuantitativo, por lo que, dicho método nos permite realizar 
la investigación de lo general a lo particular.  
 
3.2. DISEÑO 
La investigación se realizó bajo el diseño de investigación no experimental 
de corte transversal, lo que nos permite realizar en solo momento y 
obtener datos para luego verificar con la Hipótesis que se planteó. 
 
3.3. POBLACIÓN Y MUESTRA. 
Población 
La población que se investigará está conformada por los abogados que 








La muestra utilizada se determinó mediante los tipos de muestro que existe 
para realizar investigación, dentro de ellos se encuentra el muestro 
probabilístico y no probabilístico, para la investigación se utilizó en muestro 
no probabilístico siendo bajo la conveniencia del investigador. 
 
Se tiene una muestra de 90 abogados que realizan litigación en el 
Distrito Judicial de Madre de Dios.  
 
3.4. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS  
Técnica 
Se utilizó "el Cuestionario pre - codificado" el cual contiene preguntas 




El instrumento que se utilizó para el desarrollo de la investigación es la 
encuesta que consiste en obtener datos de una muestra de los abogados 
del distrito Fiscal de Madre de Dios, con el fin de obtener mediciones 
cuantitativas.  
 
3.5. ESTILO DE REDACCIÓN  
El estilo de redacción y estructuración del marco teórico es el sistema 














RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
4.1. PRESENTACIÓN DE LOS RESULTADOS 
La investigación ha sido planeada científica y sistemáticamente. 
 Se ha ejecutado acorde al diseño propuesto, aplicando el 
cuestionario precodificado y como instrumento la encuesta. 
 Los resultados patentizan los objetivos propuestos en la 
investigación. 
 
4.2. INTERPRETACIÓN Y ANÁLISIS 
Por medio de tablas y gráficos estadísticos se visualizan los resultados, 










Tabla N° 1 
Tabla cruzada La dilatación del proceso penal con referencia a los recursos logísticos son justificadas*La 
dilatación del proceso penal con relación a los recursos humanos internos es generado 
 
La dilatación del proceso penal con referencia a los 
recursos logísticos son justificadas 
La dilatación del proceso penal con relación a los recursos 
humanos internos es generado 
Total 
La falta de personal 
de apoyo al 
ministerio publico 




El desarrollo de 
las diligencias 
La carencia recursos 
humanos 
Recuento 32 0 0 32 
% del total 36% 0% 0% 36% 
La carencia de 
recursos materiales 
Recuento 0 24 0 24 
% del total 0% 27% 0% 27% 
La obstrucción de la 
investigación 
Recuento 0 1 33 34 
% del total 0% 1% 37% 38% 
Total Recuento 32 25 33 90 
% del total 36% 28% 37% 100% 




H0: No existe relación entre la variable La dilatación del proceso penal con 
referencia a los recursos logísticos son justificadas subalterno y la variable La 
dilatación del proceso penal con relación a los recursos humanos internos es 
generado 
H1: Existe relación entre la variable La dilatación del proceso penal con 
referencia a los recursos logísticos son justificadas subalterno y la variable La 
dilatación del proceso penal con relación a los recursos humanos internos es 
generado 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor df Significación asintótica (bilateral) 
Chi-cuadrado de Pearson 173,859a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 187,422 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 87,666 1 ,000 
N de casos válidos 90   






Prueba de hipótesis. - La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra que la asociación entre las variables, es 
significativa. Por lo tanto, se toma la hipótesis alterna y se rechaza la nula. 
 
Gráfico N° 1 
 




En la tabla y gráfico N° 1, según percepción empirista de los abogados litigantes 
encuestados con referencia a los recursos logísticos como medio de dilatación 
del proceso penal según recursos humanos en el ministerio público se comunica 
que, al ser una carencia los recursos materiales en un 36% la dilatación lo genera 
la falta de personal de apoyo al Ministerio Público: al ser una carencia los 
recursos materiales en un 27% existe una carencia de personal especializado 
“peritos” en el Ministerio Publico, al ser causante de la dilatación la obstrucción 





Tabla N° 2 
Tabla cruzada La dilatación del proceso penal en delitos de corrupción ocasiona en el imputado*La 
vulneración al derecho a ser juzgado en un plazo razonable en el desarrollo del proceso penal en delitos 
de corrupción de funcionarios públicos se debe 
 
La dilatación del proceso penal en delitos de corrupción 
ocasiona en el imputado 
La vulneración al derecho a ser juzgado en un plazo 
razonable en el desarrollo del proceso penal en delitos 
de corrupción de funcionarios públicos se debe 
Total 
Las dilataciones 










Limitación de los 
derechos del imputado 
Recuento 32 0 0 32 
% del total 36% 0% 0% 36% 
Conculcación de las 
libertades del imputado 
Recuento 11 5 0 16 
% del total 12% 6% 0% 18% 
Vulnera el derecho a ser 
juzgado en un plazo 
razonable 
Recuento 0 15 27 42 
% del total 0% 17% 30% 47% 
Total Recuento 43 20 27 90 
% del total 48% 22% 30% 100% 




H0: No existe relación entre la variable La dilatación del proceso penal en delitos 
de corrupción ocasiona en el imputado y la variable La vulneración al derecho a 
ser juzgado en un plazo razonable en el desarrollo del proceso penal en delitos 
de corrupción de funcionarios públicos se debe. 
 
H1: Existe relación entre la variable La dilatación del proceso penal en delitos de 
corrupción ocasiona en el imputado y la variable La vulneración al derecho a ser 
juzgado en un plazo razonable en el desarrollo del proceso penal en delitos de 
corrupción de funcionarios públicos se debe 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor df Significación asintótica (bilateral) 
Chi-cuadrado de Pearson 81,801a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 114,076 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 67,164 1 ,000 
N de casos válidos 90   





Prueba de Hipótesis. - La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra que la asociación entre las variables, es 
significativa. Por lo tanto, se toma la hipótesis alterna y se rechaza la nula. 
 
Grafico N° 2 
 




En la tabla y gráfico N° 2, según percepción empirista de los abogados litigantes 
encuestados con referencia a los efectos que ocasiona al imputado la dilatación 
del proceso en delitos de corrupción según vulneración al derecho a ser juzgado 
en un plazo razonable en el desarrollo del proceso, se visualiza que, al limitarse 
los derechos del imputado en un 36% son ocasionadas por las dilataciones 
indebidas en la investigación preliminar; al conculcarse las libertades del 
imputado en un 6% son ocasionadas por las acciones dilatorias de los abogados 
y al vulnerarse el derecho a ser juzgado en un plazo razonable en un 30% son 





Tabla N° 3 
Tabla cruzada La dilatación del proceso penal con relación a los recursos humanos externo es generado 
por*La dilatación de la investigación preliminar genera en el Ministerio Público 
 
La dilatación del proceso penal con relación a los recursos 
humanos externo es generado por 
La dilatación de la investigación preliminar genera en 
el Ministerio Público 
Total 




la carga fiscal 
Limitación a la 
labor punitiva 
del estado 
La falta de personal 
policial de apoyo 
Recuento 31 0 0 31 
% del total 34% 0% 0% 34% 
La burocracia 
administrativa entre el 
ministerio público y la 
policía nacional 
Recuento 11 14 2 27 
% del total 12% 16% 2% 30% 
El desarrollo de las 
diligencias 
Recuento 0 0 32 32 
% del total 0% 0% 36% 36% 
Total Recuento 42 14 34 90 
% del total 47% 16% 38% 100% 




H0: No existe relación entre la variable La dilatación del proceso penal con 
relación a los recursos humanos externo es generado por y la variable La 
dilatación de la investigación preliminar genera en el Ministerio Público 
 
H1: Existe relación entre la variable La dilatación del proceso penal con relación 
a los recursos humanos externo es generado por y la variable La dilatación de la 
investigación preliminar genera en el Ministerio Público 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor df Significación asintótica (bilateral) 
Chi-cuadrado de Pearson 117,796a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 133,760 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 74,697 1 ,000 
N de casos válidos 90   
a. 3 casillas (33,3%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo esperado es 4,20. 
 
Prueba de hipótesis. - La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra que la asociación entre las variables, es 





Gráfico N° 3 
 




En la tabla y gráfico N° 3, según percepción empirista de los abogados litigantes 
encuestados con referencia a los recursos humanos externos que generan la 
dilatación del proceso penal según la aspecto negativo que ocasiona la dilatación 
de la investigación preliminar generado por el representante del Ministerio 
Público, se percibe que, al ser un recurso humano externo la falta de personal 
policial en un 34% genera la dilatación de los plazos establecidos; al ser un factor 
externo la burocracia administrativa entre el Ministerio Público y la policía 
nacional en un 16% se genera acumulación de la carga fiscal y al ser el factor 
externo el desarrollo de las diligencias en un 36% este genera la limitación a la 







Tabla cruzada La duración de la investigación preparatoria en delitos de corrupción de funcionarios 
públicos requiere*La limitación que haya para la celeridad en la investigación en delitos de corrupción de 
funcionarios públicos 
 
La duración de la investigación preparatoria en delitos 
de corrupción de funcionarios públicos requiere 
La limitación que haya para la celeridad en la 






para las pericias 
La complejidad de 
las gestiones de 
carácter procesal 
interinstitucional 
No se haya 
complejidad por 
la flagrancia 
La actuación de 
cantidad significativa de 
actos de investigación 
Recuento 35 7 0 42 
% del total 39% 8% 0% 47% 
Involucra a una 
cantidad importante de 
imputados o agraviados 
Recuento 0 42 0 42 
% del total 0% 47% 0% 47% 
Algunas diligencias 
simples 
Recuento 0 3 3 6 
% del total 0% 3% 3% 7% 
Total Recuento 35 52 3 90 
% del total 39% 58% 3% 100% 




H0: No existe relación entre la variable La duración de la investigación 
preparatoria en delitos de corrupción de funcionarios públicos requiere y la 
variable La limitación que haya para la celeridad en la investigación en delitos de 
corrupción de funcionarios públicos 
 
H1: Existe relación entre la variable La duración de la investigación preparatoria 
en delitos de corrupción de funcionarios públicos requiere y la variable La 
limitación que haya para la celeridad en la investigación en delitos de corrupción 
de funcionarios públicos 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
 
Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor df Significación asintótica (bilateral) 
Chi-cuadrado de Pearson 107,308a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 97,405 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 63,184 1 ,000 
N de casos válidos 90   






Prueba de Hipótesis. - La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra que la asociación entre las variables, es 
significativa. Por lo tanto, se toma la hipótesis alterna y se rechaza la nula. 
 
Gráfico N° 4 
 




En la tabla y gráfico N° 4, según percepción empirista de los abogados litigantes 
encuestados con referencia al fundamento que establece la duración de la 
investigación en delitos de funcionarios públicos según limitaciones que se haya 
para la celeridad en el desarrollo del proceso, se aprecia que, al ampliarse la 
investigación por la actuación de cantidad significativa de actos de investigación 
en un 39% la celeridad es limitada por ausencia de personal especializado para 
las pericias, cuando la investigación se prolonga por la cantidad importante de 
imputados o agraviados en un 47% la celeridad se limita por la complejidad de 
las gestiones de carácter procesal interinstitucional y cuando se desarrollan 





Tabla N° 5 
Tabla cruzada Para determinar la razonabilidad de la extensión del plazo para el desarrollo de las 
actuaciones de investigación cual es el razonamiento aplicado*La dilatación de la investigación en los 
delitos de corrupción de funcionarios públicos con referencia a la persecución penal conlleva 
Para determinar la razonabilidad de la extensión del 
plazo para el desarrollo de las actuaciones de 
investigación cual es el razonamiento aplicado 
La dilatación de la investigación en los delitos de corrupción 




de los hechos 
Vulnera el derecho a 
ser juzgado en un 
plazo razonable 
La persecución 
penal del ilícito 
La complejidad del 
asunto 
Recuento 21 0 0 21 
% del total 23% 0% 0% 23% 
Las carencias logísticas Recuento 5 25 0 30 
% del total 6% 28% 0% 33% 
La carga procesal y 
actuaciones 
diligénciales 
Recuento 0 31 8 39 
% del total 0% 34% 9% 43% 
Total Recuento 26 56 8 90 
% del total 29% 62% 9% 100% 




H0: No existe relación entre la variable Para determinar la razonabilidad de la 
extensión del plazo para el desarrollo de las actuaciones de investigación cual 
es el razonamiento aplicado y la variable La dilatación de la investigación en los 
delitos de corrupción de funcionarios públicos con referencia a la persecución 
penal conlleva 
 
H1: Existe relación entre la variable Para determinar la razonabilidad de la 
extensión del plazo para el desarrollo de las actuaciones de investigación cual 
es el razonamiento aplicado y la variable La dilatación de la investigación en los 
delitos de corrupción de funcionarios públicos con referencia a la persecución 
penal conlleva 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor df Significación asintótica (bilateral) 
Chi-cuadrado de Pearson 77,122a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 89,821 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 55,166 1 ,000 
N de casos válidos 90   





Prueba de hipótesis. - La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra que la asociación entre las variables, es 
significativa. Por lo tanto, se toma la hipótesis alterna y se rechaza la nula. 
 
Grafica N° 5 
 




En la tabla y gráfico N° 5, según percepción empirista de los abogados litigantes 
encuestados con referencia a la justificación de razonabilidad de la extensión del 
plazo para el desarrollo de las actuaciones de investigación según el efecto que 
ocasiona en la persecución penal la dilatación de la investigación en los delitos 
de corrupción de funcionarios públicos, se visualiza que, al extenderse el plazo 
de investigación por la complejidad del asunto en un 23% conlleva a la 
clarificación de los hechos; conllevarse en un 62% a la vulneración del derecho 
a ser juzgado en un plazo razonable en un 28% la extensión del plazo es por las 
carencias logísticas en la institución y en un 34% por la acumulación de carga 
procesal y actuaciones diligénciales, donde en un 9% se limita la persecución 





Tabla N° 6 
Tabla cruzada El desarrollo de la investigación de actos de corrupción de funcionarios públicos*La 
duración de la investigación preparatoria en delitos de corrupción de funcionarios públicos 
El desarrollo de la investigación de actos de corrupción 
de funcionarios públicos 
La duración de la investigación preparatoria en delitos 
de corrupción de funcionarios públicos 
Total 
Mayor a 180 
días Hasta 180 días 
Menos de 120 
días 
De carácter completo Recuento 72 0 0 72 
% del total 80% 0% 0% 80% 
De carácter escueto Recuento 0 12 1 13 
% del total 0% 13% 1% 14% 
Desconozco Recuento 0 0 5 5 
% del total 0% 0% 6% 6% 
Total Recuento 72 12 6 90 
% del total 80% 13% 7% 100% 




H0: No existe relación entre la variable El desarrollo de la investigación de actos 
de corrupción de funcionarios públicos y la variable La duración de la 
investigación preparatoria en delitos de corrupción de funcionarios públicos. 
 
H1: Existe relación entre la variable El desarrollo de la investigación de actos de 
corrupción de funcionarios públicos y la variable La duración de la investigación 
preparatoria en delitos de corrupción de funcionarios públicos. 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor df Significación asintótica (bilateral) 
Chi-cuadrado de Pearson 159,231a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 105,936 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 86,088 1 ,000 
N de casos válidos 90   
a. 6 casillas (66,7%) han esperado un recuento menor que 5. El recuento mínimo esperado es ,33. 
 
Prueba de hipótesis. - La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra que la asociación entre las variables, es 






Gráfico N° 6 
 




En la tabla y gráfico N° 6, según percepción empirista de los abogados litigantes 
encuestados con referencia al carácter procesal en desarrollo de la investigación 
en actos de corrupción de funcionarios públicos según la duración de la 
investigación, se aprecia que, al ser la investigación de carácter complejo en un 
80% la investigación tiene una duración mayor a 180 días; al ser considerado la 
investigación de carácter escueto en un 13% la investigación tiene una duración 
hasta de 180 días y quienes desconocen el desarrollo de la investigación en un 







Tabla N° 7 
Tabla cruzada La extensión del plazo en el desarrollo de las actuaciones de investigación en delitos de 
corrupción*El informe documental que determina la dilatación de la investigación en delito de corrupción 
de funcionarios públicos 
La extensión del plazo en el desarrollo de las actuaciones 
de investigación en delitos de corrupción 
El informe documental que determina la dilatación de 







No se dilata la 
investigación 
La capacidad de 
dirección de la 
investigación 
Recuento 23 0 0 23 




Recuento 27 0 0 27 
% del total 30% 0% 0% 30% 
La naturaleza de los 
hechos objeto de 
investigación 
Recuento 2 32 6 40 
% del total 2% 36% 7% 44% 
Total Recuento 52 32 6 90 
% del total 58% 36% 7% 100% 




H0: No existe relación entre la variable La extensión del plazo en el desarrollo de 
las actuaciones de investigación en delitos de corrupción y la variable El informe 
documental que determina la dilatación de la investigación en delito de 
corrupción de funcionarios públicos 
 
H1: Existe relación entre la variable La extensión del plazo en el desarrollo de 
las actuaciones de investigación en delitos de corrupción y la variable El informe 
documental que determina la dilatación de la investigación en delito de 
corrupción de funcionarios públicos 
Nivel de significancia 
(alfa) α = 5% 
Pruebas de chi-cuadrado 
 Valor df Significación asintótica (bilateral) 
Chi-cuadrado de Pearson 82,212a 4 ,000 
Razón de verosimilitud 106,699 4 ,000 
Asociación lineal por lineal 54,974 1 ,000 
N de casos válidos 90   






Prueba de hipótesis. - La prueba de Chi-Cuadrado nos da una significancia 
estadística que nos muestra que la asociación entre las variables, es 
significativa. Por lo tanto, se toma la hipótesis alterna y se rechaza la nula. 
Gráfico N° 7 
 




En la tabla y gráfico N° 7, según percepción empirista de los abogados litigantes 
encuestados con referencia al factor procesal que ocasional la extensión del 
plazo razonable en el desarrollo de las actuaciones de investigación según el 
informe documental que determina la dilatación de la investigación en delitos de 
corrupción de funcionarios públicos, se observa que, al ser el documento dilatorio 
en un 58% el informe policial; en un 26% el factor que genera la extensión es la 
capacidad de dirección de la investigación y en un 39% la actitud obstruccionista 
del investigado, al ser el factor que general la extensión del plazo en un 44% la 
naturales de los hechos objeto de investigación en un 36% el informe documental 
que genera dilatación es  el informe policial 
  
CONCLUSIONES 
Primera. -  Se establece como factores institucionales del Ministerio Público 
que generan la dilatación del proceso en un 36% la carencia de 
recursos humanos y en un 27% la carencia de recursos materiales 
para el adecuado desarrollo de la investigación en los delitos de 
corrupción de funcionarios públicos en el distrito fiscal de Madre de 
Dios. 
Segunda. -  Se identificó como efecto de la dilatación en el imputado en delitos 
de corrupción de funcionarios que, en un 36% ocasiona 
limitaciones de los derechos del imputado; en un 47% vulnera el 
derecho a ser juzgado en un plazo razonable en el distrito fiscal de 
Madre de Dios. 
Tercera. -  Se identificó como motivo de ampliación y duración de la 
investigación en delitos de corrupción de funcionarios públicos en 
un 47% la actuación de cantidad significativa de actos de 
investigación y en un 47% que el tipo penal involucra una cantidad 
importante de imputados o agraviados en el distrito fiscal de Madre 
de Dios.  
Cuarta. -  Se establece como criterio de razonabilidad para la extensión del 
plazo de razonabilidad en un 43% la carga procesal y las 
actuaciones diligénciales; en un 33% las carencias logísticas en el 
Ministerio Público y en un 23% la complejidad del asunto en el 
desarrollo de las actuaciones de investigación en delitos de 





Primera. -  Al Ministerio Público, implementar la necesidad de recursos 
humanos como persona de apoyo y personal especializado para 
evitar la dilatación de los procesos contrarios al orden justo 
buscando el cumplimiento adecuado de los plazos establecidos 
para el desarrollo del proceso penal en delitos de corrupción de 
funcionarios públicos en el distrito fiscal de Madre de Dios. 
Segunda. -  A los operadores de justicia, establecer los parámetros de 
ampliación según la complejidad de la investigación y actividad 
procesal del interesado salvaguardando la afectación generada por 
la duración del procedimiento en la investigación de delitos de 
corrupción de funcionarios públicos en el distrito fiscal de Madre de 
Dios. 
Tercera. -  A los abogados representantes del imputado o agraviado, buscar 
impulsar la inactividad de las actuaciones procesales acorde a los 
plazos establecidos facilitando o motivando la celeridad de las 
diligencias establecidas en la investigación de corrupción de 
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